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ABSTRACT

■  En este artículo se analizan las principales modalidades contractuales a las que 
pueden acudir las universidades públicas a la hora de vincular laboralmente a su per-
sonal, ya se trate de profesores o de investigadores. A tal efecto, este estudio se centra 
en las modalidades de contratación laboral específicas previstas en la Ley Orgánica de 
Universidades y en la Ley de la Ciencia, sin perjuicio de analizar también otras mo-
dalidades contractuales que, aunque se encuentran reguladas con carácter general en 
el Estatuto de los Trabajadores, tienen un gran predicamento en el ámbito universita-
rio, como sucede, por ejemplo, con el contrato para obra o servicio determinado.

Palabras clave:  universidades públicas, profesorado universitario, personal investi-
gador, contratación laboral, precariedad laboral.
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■  This article analyzes the main contract types that public universities can use 
when creating labour links with their personnel, whether university teaching staff or 
researchers. To this end, this study focuses on the specific forms of labour recruitment 
envisaged in the Organic Law on Universities and in the Law on Science. It also 
analyzes other contract types which, although regulated in general by the Workers’ 
Statute, maintain a strong hold in the university sphere, such as, for example, the 
contract for a specific job or service.

Keywords:  public universities, university teaching staff, research staff, labour re-
cruitment, job insecurity.
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1. �L a laboralización de los profesores y de los investigadores 
contratados por las universidades públicas

La aprobación de la Ley 6/2001, de 21 de diciembre, Orgánica de Univer-
sidades (en adelante, LOU) comportó una modificación radical del régimen ju-
rídico del personal docente e investigador de las universidades públicas existente 
con anterioridad a su aprobación, siendo una de las principales novedades intro-
ducidas el carácter laboral de la contratación de este personal. La posterior re-
forma de la LOU, llevada a cabo por la Ley Orgánica 4/2007, de 12 de abril (en 
adelante, LOMLOU), no afectó al carácter laboral del régimen del personal do-
cente e investigador contratado por las universidades, habiéndose limitado úni-
camente a resolver algunas de las principales carencias planteadas a partir de la 
aprobación de la LOU1. 

Tras la entrada en vigor de la LOU se implantó, por tanto, un modelo o sis-
tema mixto, en el que coexisten dos regímenes jurídicos diversos en relación con 

1  Sobre este proceso de laboralización del personal docente e investigación de las universidades 
públicas vid. Moreno (2010: 9-48).
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el personal docente e investigador, con las consecuentes dificultades de gestión 
que ello supone: el funcionarial o estatutario, por el que se rigen los docentes e 
investigadores integrados en los cuerpos docentes y el laboral aplicable sobre to-
dos los contratados. Así, el art. 47 LOU prevé al respecto que «el personal do-
cente e investigador de las universidades públicas estará compuesto de funcionarios 
de los cuerpos docentes universitarios y de personal contratado». Entre los primeros, 
actualmente, el art. 56.1 LOU únicamente incluye a los catedráticos de univer-
sidad y a los profesores titulares de universidad.

Entre los segundos, el redactado actual del art. 48.1 establece que

las universidades podrán contratar personal docente e investigador en régimen labo-
ral, a través de las modalidades de contratación laboral específicas del ámbito uni-
versitario que se regulan en esta Ley o mediante las modalidades previstas en el Esta-
tuto de los Trabajadores para la sustitución de trabajadores con derecho a reserva del 
puesto de trabajo. También podrán contratar personal investigador, técnico u otro 
personal, a través del contrato de trabajo por obra o servicio determinado, para el de-
sarrollo de proyectos de investigación científica o técnica. Asimismo, las universida-
des podrán nombrar profesoras y profesores eméritos en las condiciones previstas en 
esta Ley2. 

Entre las modalidades específicas del ámbito universitario, el redactado vi-
gente del art. 48.2 LOU incluye las figuras de ayudante, profesor ayudante doc-
tor, profesor contratado doctor, profesor asociado y profesor visitante.

La LOU no se limita a enumerar las distintas figuras de personal docente 
e investigador contratado, sino que, por el contrario, también contempla el ré-
gimen jurídico por el que deben regularse dichas figuras. A tal efecto, el citado 
art. 48.2 LOU indica que «el régimen de las indicadas modalidades de contrata-
ción laboral será el que se establece en esta Ley y en sus normas de desarrollo, suple-
toriamente, será de aplicación lo dispuesto en el Estatuto de los Trabajadores (…), y 
en sus normas de desarrollo». A lo que cabe añadir lo previsto en el art. 48.6 LOU 
en virtud del cual «en los términos de la presente ley y en el marco de sus compe-
tencias, las Comunidades Autónomas establecerán el régimen del personal docente 
e investigador contratado de las universidades»; previsión que posibilita la inter-
vención de las Comunidades Autónomas en este ámbito, siempre claro está, 
dentro de sus competencias de ejecución de la legislación laboral previstas en el 
art. 149.1.7 CE3. 

En consecuencia, el legislador ha optado por introducir modalidades con-
tractuales nuevas y distintas a las previstas en el ET, con la única excepción de 
los contratos de trabajo por obra o servicio determinado para el desarrollo de 

2  Un análisis exhaustivo de este precepto en Moreno y Romero (2011).
3  Sobre el papel de la normativa autonómica en esta materia vid. Capodiferro (2016: 19-57).
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proyectos de investigación científica o técnica y del contrato para la sustitución 
de trabajadores con derecho a reserva del puesto de trabajo que sí se correspon-
den respectivamente con el contrato para obra o servicio determinado y con el 
contrato de interinidad previstos en el art. 15.1 a) y c) ET. Ahora bien, ello no 
impide la función supletoria en este punto del ET, que deberá ser aplicado en lo 
que no contradiga la regulación específica prevista por la LOU. En otros térmi-
nos, se ha mantenido que la LOU únicamente pretende conformar para el per-
sonal docente e investigador contratado un régimen laboral dotado de ciertas 
particularidades o especialidades, pero en modo alguno «excluir la introyección o 
integración del régimen de PDI contratado en el ámbito del ordenamiento laboral, 
cuya supletoriedad para corregir contradicciones o anomias y cubrir lagunas resul-
tará incuestionable en lo teórico y utilísimo en lo práctico» (Molina, 2004: 100)4.

Posteriormente, este de por si ya amplio abanico de figuras contractuales a 
las que pueden acudir las universidades públicas a la hora de contratar al perso-
nal docente e investigador se ha visto incrementado notablemente tras la apro-
bación de la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la In-
novación (en adelante, Ley de la Ciencia), que ha procedido a añadir un nuevo 
apartado 3 bis al art. 48 LOU, en virtud del cual, las universidades podrán con-
tratar personal investigador conforme a lo previsto en dicha norma. Recuérdese 
en este punto que el art. 20 de la Ley de la Ciencia, tras enumerar en su apar-
tado primero las nuevas modalidades de contrato de trabajo específicas de per-
sonal investigador que dicha norma introduce, señala, en su apartado segundo, 
que «podrán contratar personal investigador a través de las modalidades de contrato 
de trabajo específicas que se establecen en esta sección las siguientes entidades: (…) 
las universidades públicas, únicamente cuando sean perceptoras de fondos cuyo des-
tino incluya la contratación de personal investigador o para el desarrollo de sus pro-
gramas propios de I+D+I». En consecuencia, las universidades públicas también 
podrán acudir a las siguientes modalidades contractuales previstas por la Ley de 
la Ciencia para contratar a su personal investigador: el contrato predoctoral, el 
contrato de acceso al Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación y el 
contrato de investigador distinguido5.

La principal novedad que introduce la Ley de la Ciencia respecto a los re-
cursos humanos dedicados a la investigación consiste en que, por primera vez, 
se sitúa en un cierto plano de igualdad a la carrera funcionarial y a la carrera la-
boral del personal investigador. A tal efecto, ahondando en el camino ya transi-
tado por la LOU, que con mayor o menor fortuna también parece contemplar 

4  En la misma dirección, Baylos (2008: 51), mantiene que a la contratación laboral de personal 
docente e investigador contratado le resulta de aplicación supletoria la legalidad laboral ordinaria del 
Estatuto de los Trabajadores.

5  Un análisis de la contratación laboral de los investigadores a partir de la Ley de la Ciencia en 
Moreno (2011).
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dos carreras profesionales paralelas, una funcionarial y otra laboral, la actual Ley 
de la Ciencia, al tiempo que sigue manteniendo la tradicional carrera funciona-
rial, incorpora una carrera laboral, en la que, tras pasarse por diferentes contra-
tos laborales de carácter temporal, puede finalizar con la contratación laboral de 
carácter indefinido del investigador.

La Ley de la Ciencia no se limita a prever en este punto la posibilidad de 
que las universidades públicas recurran a las modalidades de contrato específi-
cas que la misma introduce, sino que, por el contrario, también contempla el ré-
gimen jurídico por el que las mismas deben regirse. A tal efecto, el art. 20.1 de 
la referida norma establece que «el régimen jurídico aplicable a estas modalidades 
de contrato de trabajo será el que se establece en esta ley y en sus normas de desarro-
llo, y en su defecto será de aplicación lo dispuesto en el Texto Refundido de la Ley del 
Estatuto de los Trabajadores, y en sus normas de desarrollo» (González, 2016: 133-
134). El art. 20 de la Ley de la Ciencia habilita, además, a las Comunidades Au-
tónomas para que puedan definir y regular el régimen de contratación del perso-
nal de investigación de sus propios centros, siempre en el marco de la legislación 
laboral vigente.

Pero además, por si no fuera poco, el art. 20.2 de la Ley de la Ciencia con-
tiene una última previsión relativa a las posibilidades de contratación laboral de 
personal investigador por parte de las universidades públicas, al prever que «ade-
más, las entidades citadas podrán contratar personal investigador a través de las mo-
dalidades de contrato de trabajo establecidas por el Texto Refundido del Estatuto de 
los Trabajadores»; entre estas modalidades cabe destacar el habitual recurso al 
contrato para obra o servicio determinado para la contratación de personal in-
vestigador vinculado a proyectos, contratos o convenios de investigación.

En este contexto expansivo del recurso a la contratación laboral en el ámbito 
universitario deben tomarse en cuenta, sin embargo, las limitaciones introduci-
das en los apartados 4 y 5 del art. 48 LOU; de acuerdo con la primera,

el personal docente e investigador contratado, computado en equivalencias a tiempo 
completo, no podrá superar el 49 por ciento del total de personal docente e investi-
gador de la universidad. No se computará como profesorado contratado a quienes no 
impartan docencia en las enseñanzas conducentes a la obtención de los Títulos ofi-
ciales así como el personal propio de los institutos de investigación adscritos a la uni-
versidad y de las escuelas de doctorado;

y, de acuerdo con la segunda, «el personal docente e investigador con contrato labo-
ral temporal no podrá superar el 40 por 100 de la plantilla docente».

Ambas previsiones deberían suponer un cierto freno al recurso indiscrimi-
nado a la contratación laboral, especialmente de carácter temporal, de profesores 
e investigadores, si bien, en la práctica estas limitaciones no siempre se acaban 
respetando.
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A partir de estas premisas, en los próximos apartados vamos a analizar las di-
ferentes modalidades contractuales a las que las universidades públicas pueden 
acudir a la hora de vincular laboralmente a su personal, ya sea personal docente 
e investigador o, exclusivamente, personal investigador. A tal efecto, nos centra-
remos en las modalidades de contratación laboral específicas previstas al respecto 
en la LOU y en la Ley de la Ciencia, sin perjuicio de analizar también algunas 
modalidades contractuales, como es el caso del contrato para obra o servicio de-
terminado y del contrato de interinidad que, aunque se encuentran reguladas 
con carácter general en el Estatuto de los Trabajadores, a las mismas se remiten 
de forma expresa la LOU y la Ley de la Ciencia.

2. �L as modalidades de contrato de trabajo específicas del personal 
docente e investigador previstas en la LOU

2.1.  El contrato de ayudante

La figura del ayudante constituye el primer paso de la carrera universitaria, ya 
que normalmente va a suponer la primera contratación laboral de aquellos que 
pretenden dedicarse a la actividad universitaria en su doble vertiente docente e 
investigadora. En consecuencia, este primer estadio de la carrera del profesor uni-
versitario tiene como finalidad básica la obtención de la necesaria formación do-
cente e investigadora del ayudante, que ineludiblemente debe traducirse en la ela-
boración y defensa de la tesis doctoral. Por ello, dicha figura, a diferencia de las 
otras previstas en la LOU, no recibe la consideración de profesor, sino simple-
mente de ayudante, aunque no se especifique de quién (San Martín, 2012: 21).

El redactado actual de la LOU ha procedido a flexibilizar el acceso a esta fi-
gura o modalidad contractual, al exigir únicamente que las universidades pue-
dan contratar como ayudantes a quienes hayan sido admitidos o a quienes estén 
en condiciones de ser admitidos en los estudios de doctorado, de modo que ya 
no es necesario que los mismos hayan superado todas las materias de estudio del 
correspondiente programa de doctorado. Con esta modificación, se adapta esta 
figura a la configuración actual de los estudios de postgrado. En consecuencia, 
la figura del ayudante ya no se configura necesariamente como el eslabón que 
necesariamente sucede al disfrute de una beca de investigación predoctoral, sino 
que se sitúa en plano de igualdad respecto a la misma, puesto que cualquier ti-
tulado universitario puede cumplir tanto los requisitos exigidos para acceder a 
una beca de investigación predoctoral como a una plaza de ayudante, siendo en 
última instancia las disponibilidades presupuestarias de la universidad y la polí-
tica de personal adoptada por la misma la que determine si se deberá seguir una 
u otra vía, lo cual puede provocar no pocos agravios comparativos (San Mar-
tín, 2012: 22 y Capodiferro, 2016: 30). De producirse la contratación como 
ayudante de alguien que no cumpla con los requisitos de titulación exigidos, 
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ello determinará que el contrato sea declarado nulo, con los efectos previstos 
en el art. 9.2 ET, tanto si la ausencia de este requisito se debe a error de las par-
tes contratantes como si se trata de un error inducido por el propio candidato 
(González, 2016: 136). Por otra parte, tampoco parece admisible que puedan 
acceder a la figura de ayudante aquellos que ya se encuentran en posesión del tí-
tulo de doctor en la misma rama o área de conocimiento6.

La regulación inicial de la figura de los ayudantes preveía que la contratación 
de estos ayudantes tendría como finalidad principal la de completar su formación 
investigadora, esencialmente, elaborar la tesis doctoral y proceder a su defensa. La 
regulación actual de esta figura, sin embargo, de forma coherente con el primer 
eslabón de la carrera universitaria que la misma supone, ha ampliado y comple-
mentado esta finalidad de formación investigadora con la finalidad de formación 
docente de estas personas contratadas, no en vano, es de prever que a la finaliza-
ción de la contratación como ayudante, el mismo pase a ocupar una plaza, ahora 
ya sí de profesor universitario y, en consecuencia, tenga también entre sus obliga-
ciones las tareas docentes. Como consecuencia de esta doble finalidad de la figura 
de los ayudantes, desde su aparición se ha permitido que los mismos puedan co-
laborar en tareas docentes. Actualmente y con la voluntad de garantizar la finali-
dad formativa de esta figura, esta colaboración docente se ha limitado a tareas do-
centes de índole práctico y hasta un máximo de 60 horas anuales7.

La asignación al ayudante de tareas docentes que vayan más allá de las per-
mitidas por la LOU constituye un incumplimiento laboral que puede ser perti-
nentemente corregido y sancionado (González, 2016: 137), habiendo llegado 
a declararse por los tribunales en estos supuestos la conversión del contrato de 
ayudante en indefinido, si bien, tratándose de administraciones públicas, en su 
versión de indefinido no fijo (Rivera, 2016: 49 y Solís, 2016)8.

De conformidad con el objeto de este contrato —completar la formación 
docente e investigadora del ayudante— el mismo se configura con dedicación a 
tiempo o a jornada completa, no siendo posible celebrar contratos a tiempo par-
cial bajo esta modalidad, sin perjuicio, claro está, de los supuestos en que se pro-
ceda a reducir la jornada de trabajo en los supuestos legalmente admitidos9.

6  Vid. STSJ de Asturias de 14 de septiembre de 2009 (JUR\115084).
7  Baylos pone de manifiesto que con esta medida se pone coto a la práctica universitaria según la 

cual con la excusa de que la «colaboración docente» se considera «un instrumento de mejora de la for-
mación y adquisición de méritos en el desarrollo de la carrera universitaria, las universidades habían uti-
lizado a los ayudantes como un elemento importante de sostén de la docencia regular de las materias im-
partidas en las respectivas titulaciones» (Baylos, 2008: 57).

8  Vid. también, STSJ de Castilla y León (Valladolid) de 26 de junio de 2013 
(JUR\2013\252122), STSJ de Madrid de 12 de diciembre de 2014 (AS\2015\297) y STSJ de Anda-
lucía (Sevilla) de 1 de octubre de 2015 (JUR\2016\72986).

9  En esta dirección, Del Rey y Martínez (2005), tras recordar que la causa formativa de esta 
modalidad contractual, justifica la imposibilidad de celebrar contratos a tiempo parcial bajo esta mo-
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Por la misma razón que justifica que la figura del ayudante se configure con 
dedicación a tiempo o a jornada completa, es decir, la finalidad formativa de la 
misma, el contrato de ayudante se define como un contrato de evidente natu-
raleza temporal, no en vano, la formación del futuro investigador y, en menor 
medida, del futuro docente, requieren una delimitación temporal que la LOU 
fijaba inicialmente en cuatro años improrrogables. La duración del contrato de 
los ayudantes, sin embargo, se vio ampliada tras la aprobación de la LOMLOU 
hasta un máximo de cinco años. Como consecuencia del establecimiento de una 
duración máxima de esta modalidad contractual, una vez extinguido el contrato 
del ayudante por la finalización de su duración máxima, no podrá contratarse a 
la misma persona mediante esta misma modalidad contractual.

Nada se establecía respecto a la duración mínima inicial de esta modalidad 
contractual en la redacción inicial de la LOU, siendo inicialmente la norma-
tiva de las Comunidades Autónomas y los estatutos de las universidades los que 
con carácter general habían procedido a concretar dicha duración, es decir, si la 
misma debía ser ya inicialmente por la duración máxima de cuatro años o por 
un período menor con la posibilidad de prórrogas hasta la duración máxima le-
galmente prevista. La reforma introducida por la LOMLOU, sin embargo, en-
mendó al menos parcialmente esta situación al concretar un poco más la du-
ración de los contratos de ayudantes, puesto que además de fijar la duración 
máxima de los mismos en cinco años, estableció que la duración del contrato 
no puede ser inferior a un año, pudiendo prorrogarse o renovarse si se hubieran 
concertado por una duración inferior a la máxima, siempre que la duración total 
no exceda de los indicados cinco años10. A partir de estas previsiones las normas 
autonómicas y los convenios colectivos acostumbran a prever el régimen jurí-
dico de las prorrogas del contrato de ayudante, que en todo caso, deben ser ra-
zonables, proporcionales y adecuadas11.

Nada prevé la normativa sobre cómo debe computarse la duración máxima 
de esta modalidad contractual en los supuestos en que se han formalizado dife-
rentes contratos de ayudante con distintas universidades, en concreto, si deben 
computarse los diferentes contratos formalizados a la hora de determinar si se 
supera o no la duración máxima prevista para esta figura. Pese a ello, como con-
secuencia de la finalidad perseguida con esta modalidad contractual, parece ra-
zonable considerar que en el cómputo de la duración máxima del contrato de 

dalidad contractual, indican que ello no debe impedir la reducción de la jornada en los supuestos le-
galmente admitidos.

10  Cairós considera al respecto que «dado que la duración mínima del contrato es de un año, 
cabe pensar que las prórrogas serán por la misma duración, de modo que cabrán cuatro prórrogas como 
máximo» (Cairós, 2008: 4). 

11  La STSJ de Castilla y León de 2 de octubre de 2014 (AS 2014\2931) considera ajustado a de-
recho un supuesto en que la Universidad decide no prorrogar un contrato de ayudante.
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ayudante deben tomarse en consideración todos los contratos de este tipo for-
malizados con una misma persona aunque sea en diferentes universidades.

También en relación con la duración de la contratación de los ayudantes, la 
reforma introducida por la LOMLOU incorporó una previsión según la cual las 
situaciones de incapacidad temporal, maternidad y adopción o acogimiento du-
rante el período de duración del contrato interrumpen su cómputo, previsión 
que actualmente se corresponde con la contemplada para el contrato en prácti-
cas regulado en el art. 11.1 ET y que debe incluir también otras causas de sus-
pensión del contrato como son el permiso de paternidad y el riesgo durante el 
embarazo y durante la lactancia.

Asimismo, aunque la figura de los ayudantes está destinada exclusivamente 
a quiénes no se encuentran en posesión del título de doctor, no parece adecuado 
que la obtención del título de doctor durante la vigencia del contrato deba condu-
cir inexorablemente a la extinción del contrato de ayudante, puesto que ello po-
dría dificultar la carrera profesional del mismo. Por el contrario, es preferible que 
mediante la negociación colectiva se arbitren fórmulas de transformación de este 
contrato en el contrato que corresponda según la acreditación o acreditaciones que 
obren en poder del trabajador, o bien, esperar al transcurso del tiempo máximo 
de vigencia del contrato, dando tiempo de este modo a que el profesor pueda de-
sarrollar sus tareas investigadoras y/o docentes y obtener las acreditaciones necesa-
rias para continuar con el desarrollo de su carrera profesional (Cairós, 2008: 8).

Finalmente, la extinción del contrato de ayudante por el cumplimiento de 
su término final no da derecho a percibir indemnización alguna.

2.2.  El contrato de profesor ayudante doctor

El segundo eslabón de esta hipotética carrera universitaria lo constituye la 
figura del profesor ayudante doctor, prevista y regulada en el art. 50 LOU. En 
este punto, cabe recordar que diferentes normativas autonómicas prevén esta fi-
gura con otras denominaciones, como es el caso de la de lector en Cataluña o de 
adjunto en el País Vasco, lo cual es aceptable siempre que no se altere el régimen 
jurídico básico previsto por la ley estatal; en caso contrario, de conformidad con 
la distribución de competencias en esta materia debe prevalecer lo establecido en 
la norma estatal (González, 2016: 139)12.

Los requisitos exigidos para la formalización de un contrato de profesor ayu-
dante doctor se vieron sustancialmente flexibilizados tras la aprobación de la 
LOMLOU. A partir de esta norma, el reformado art. 50 LOU altera las reglas 

12  A tal efecto, el autor cita un supuesto en que la norma autonómica fijaba una duración in-
ferior a la establecida en la LOU y el Tribunal considera que debe prevalecer la ley estatal (STSJ de 
Cataluña de 14 de junio de 2012 (JUR\2012\295895).
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por las que deberá ajustarse la contratación de profesores ayudantes doctores, de 
modo que si bien se sigue manteniendo la exigencia de que el contrato se forma-
lice con quienes se encuentren en posesión del título de doctor y hayan obtenido 
con carácter previo la evaluación positiva de su actividad por parte de la Agencia 
Nacional de Evaluación de la Calidad y Acreditación o del órgano de evaluación 
externa que la ley de la comunidad autónoma determine, ya no se exige de forma 
expresa, aunque pese a ello alguna comunidad autónoma en la práctica lo siga 
exigiendo, la previa desvinculación durante dos años de quien haya de ser contra-
tado como ayudante respecto de la universidad contratante, acompañada por la 
acreditación de la realización durante este período de tareas docentes y/o investi-
gadoras en centros no vinculadas a la misma13. En contrapartida a la eliminación 
de este requisito, se introduce como mérito preferente la estancia del candidato 
en universidades o centros de investigación de reconocido prestigio, españoles o 
extranjeros, distintos de la universidad que lleve a cabo la contratación.

En caso de producirse la contratación como profesor ayudante doctor de alguien 
que no cumpla con los requisitos de titulación y acreditación exigidos, ello determi-
nará que el contrato sea declarado nulo, con los efectos previstos en el art. 9.2 ET, 
tanto si la ausencia de este requisito se debe a error de las partes contratantes como si 
se trata de un error inducido por el propio candidato (Rivera, 2016: 50)14.

La contratación de estos ayudantes tendrá como objeto el desarrollo de ta-
reas docentes y de investigación, como así se recoge de forma expresa en la nor-
mativa autonómica y en la negociación colectiva. En este punto, parece que una 
vez finalizada la formación inicial del futuro profesor, adquieren mayor rele-
vancia sus funciones o tareas docentes, pese a lo cual esta figura contractual si-
gue conservando un importante componente formativo, lo que la asemeja a una 
modalidad singular de contrato en prácticas (Molina, 2004: 107). En definitiva, 
bajo esta modalidad contractual se pretende la consolidación de la capacidad in-
vestigadora y docente del doctor reciente.

Con la finalidad de garantizar esta doble formación docente e investigadora 
del profesor ayudante doctor, diferentes normas autonómicas y convenios colec-
tivos han procedido a limitar las obligaciones docentes de este colectivo. En este 
punto es muy conveniente y recomendable que la negociación colectiva fije lí-
mites a las tareas u «obligaciones docentes» de este colectivo en aras a permitirle 
una dedicación más intensa a la investigación que le permita obtener las acredi-
taciones necesarias para transitar hacia figuras estables, ya sean laborales o fun-
cionariales15.

13  Baylos (2008: 59) cualifica esta opción como mucho más razonable.
14  Vid. también, STSJ de Cataluña de 4 de octubre de 2013 (AS\2013\3058).
15  En esta dirección, Baylos defiende la fijación de estas limitaciones, «fundamentalmente porque 

se trata de una situación temporal que obliga al paso a una figura permanente del PDI universitario, lo 
que requiere un esfuerzo en la investigación y publicación de los resultados de la misma y en la elaboración 
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Dado el componente formativo de esta modalidad contractual, al igual que 
sucedía con la figura de los ayudantes, la contratación de profesores ayudan-
tes doctores se formaliza con dedicación a tiempo completo, no siendo admisi-
ble su celebración a tiempo parcial. En cualquier caso, como ya sucedía en rela-
ción con los ayudantes, la inadmisibilidad de la celebración a tiempo parcial del 
contrato del profesor ayudante doctor, lo será sin perjuicio, claro está, de los su-
puestos en que se proceda a reducir la jornada de trabajo en los supuestos legal-
mente admitidos.

Asimismo, la figura del profesor ayudante doctor tendrá en todo caso una 
duración temporal, la cual se concretaba en la redacción inicial de la LOU en 
una duración máxima de cuatro años, que se vio ampliada hasta cinco años tras 
la reforma llevada a cabo por la LOMLOU. Transcurrida la duración máxima 
de dicha contratación, el profesor ayudante doctor no podrá ser contratado nue-
vamente, ni en la misma ni en distinta universidad mediante la misma moda-
lidad contractual, no en vano, cabe entender que agotada la duración máxima 
del contrato debe presumirse que ha terminado el período de formación. Para 
el cómputo de la duración máxima de este contrato, por tanto, deben tenerse en 
cuenta todos los períodos de contratación como profesor ayudante doctor en la 
misma o en otras universidades.

La fijación de esta duración máxima del contrato de cinco años, sin em-
bargo, queda inmediatamente matizada por la previsión de que «el tiempo to-
tal de duración conjunta entre esta figura contractual y la figura de ayudante, en la 
misma o distinta universidad, no podrá exceder de ocho años». En consecuencia, un 
mismo trabajador no podrá ser contratado como ayudante y como profesor ayu-
dante doctor durante más de ocho años, de modo que la duración máxima con-
junta de ambas contrataciones resulta equivalente a lo previsto en la regulación 
inicial de la LOU, que fijaba una duración máxima de cuatro años tanto para el 
contrato de ayudante, como para el contrato de profesor ayudante doctor, de lo 
que resultaba también una duración máxima de ambas contrataciones de ocho 
años.

Este diseño de encadenamiento de contratos de naturaleza temporal con 
el límite máximo de ocho años, tras los cuales, o se promociona a otra figura 
o se extingue el contrato, que se diseña en los arts. 49 y 50 de la LOU, con-
trastaba inicialmente con la previsión que se contiene en el art. 15.5 ET, se-
gún la cual se anuda al encadenamiento de determinados contratos laborales 
durante un determinado período de tiempo la consecuencia de provocar la 

de méritos académicos que permitan, después de la tesis, un acrecentamiento de la capacidad académica 
que pueda ser verificada externamente como acreditación o habilitación para esas figuras estables». A tal 
efecto, el autor considera que la limitación de su dedicación docente puede parecer una garantía de 
progreso en su promoción profesional (Baylos, 2008: 59). Vid. también, González (2016: 139).
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declaración de fijeza del trabajador. Pese a ello, esta previsión nunca fue de 
aplicación al encadenamiento del contrato de ayudante y del contrato de pro-
fesor ayudante doctor, puesto que la misma no va dirigida al personal que, 
como es el supuesto enjuiciado, presta sus servicios mediante contratos espe-
ciales de trabajo, los cuales, además, tienen una indudable naturaleza forma-
tiva16. En todo caso y para evitar dudas al respecto, la disposición adicional 
decimoquinta del Estatuto de los Trabajadores establece que no será de apli-
cación lo dispuesto en el art. 15.5 ET a las modalidades particulares de con-
trato de trabajo contempladas en la LOU, entre las que se encuentran los 
contratos de ayudante y de profesor ayudante doctor.

La reforma introducida por la LOMLOU vino a concretar un poco más la 
duración de los contratos de profesores ayudantes doctores, puesto que además 
de fijar la duración máxima en cinco años, previó que la duración del contrato 
no puede ser inferior a un año, pudiendo prorrogarse si el mismo se hubiera 
concertado por una duración inferior a la máxima, siempre que la duración total 
no exceda de los indicados cinco años.

También, en relación con la duración de la contratación de los profesores 
ayudantes doctores, el art. 50 d) LOU prevé de forma expresa que las situacio-
nes de incapacidad temporal, maternidad y adopción o acogimiento durante el 
período de duración del contrato interrumpen su cómputo, a las que, como ya 
se ha indicado en relación con los ayudantes, deben añadirse otras causas de sus-
pensión del contrato como son el permiso de paternidad y el riesgo durante el 
embarazo y durante la lactancia.

Finalmente, la extinción del contrato de profesor ayudante doctor por el 
cumplimiento de su término final no da derecho a percibir indemnización al-
guna.

2.3.  El contrato de profesor contratado doctor

Esta figura constituye una de las principales novedades introducidas por la 
LOU en la delimitación y en la propia conceptuación del profesorado universi-
tario contratado, puesto que con la previsión de esta figura se incorpora por pri-
mera vez una contratación laboral permanente o indefinida en la definición de 
la carrera universitaria17. En particular, el profesor contratado doctor se confi-

16  Vid. sobre esta cuestión, Cairós (2008: 9).
17  En esta dirección, Nogueira indica que «quizás la novedad más significativa que introduce la 

LOU en cuanto a las categorías de profesorado es la creación de la figura del profesor contratado doc-
tor (…) El profesorado contratado doctor es el claro exponente del giro que supone la LOU al crear, por 
primera vez, una figura de profesorado con vocación de estabilidad y plena capacidad docente e investi-
gadora, no funcionarial» (Nogueira, 2004: 78). En parecidos términos, Baylos sostiene que «se trata 
de la figura central en el modelo contractual del personal docente e investigador de las universidades» 
(Baylos, 2008: 52).
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gura como una fase o etapa más de una carrera universitaria ordinaria y cohe-
rente destinada a ubicarse cronológicamente tras el previo paso por la figura de 
los ayudantes y de los profesores ayudantes doctores. Pese a ello, como tendre-
mos ocasión de analizar más adelante, no resulta sencilla la determinación del 
lugar que deba ocupar el profesor contratado indefinido —profesor contratado 
doctor— dentro del modelo de empleo público diseñado en la LOU para las 
universidades públicas y, en concreto, si con la aparición de esta figura se pre-
tende incentivar o no una alternativa al modelo de empleo basado preferente-
mente en los cuerpos docentes universitarios18.

Tras la reforma introducida por la LOMLOU se ha procedido a flexibilizar 
los requisitos exigidos inicialmente por la LOU para la contratación como pro-
fesores contratados doctores, en tanto que, si bien se sigue exigiendo que el con-
trato se celebre con doctores que hayan recibido la evaluación positiva por parte 
de la Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad y Acreditación o del órgano 
de evaluación externo que la ley de la comunidad autónoma determine, ya no se 
exige de forma expresa que se acrediten tres años de actividad docente e inves-
tigadora, o prioritariamente investigadora, posdoctoral como venía sucediendo 
con la redacción inicial del art. 52 LOU.

Los profesores contratados doctores son contratados para el desarrollo de ta-
reas de docencia e investigación, si bien, únicamente a partir de la reforma in-
troducida por la LOMLOU se les reconoce plena capacidad docente e investi-
gadora, lo cual convierte a esta figura en una pieza clave o central en el modelo 
de carrera universitaria. La normativa autonómica y la negociación colectiva han 
concretado más las funciones docentes de este colectivo de profesores, siendo la 
regla general la equiparación de sus obligaciones docentes a las de los profesores 
titulares de universidad. En este punto, adquiere especial significación el énfa-
sis que se hace en el art. 52 LOU respecto a la función investigadora de esta fi-
gura, cuando se indica que los profesores contratados doctores lo serán para el 
desarrollo de tareas «prioritariamente de investigación», puesto que por primera 
vez se contemplaba la voluntad de dotar a la actividad investigadora de una ne-
cesaria estabilidad, lejos del carácter temporal e inestable que habitualmente 
la acompaña. En otras palabras, por primera vez, al margen de las tradiciona-
les vías funcionariales, se contempla la necesidad de articular una figura laboral, 
con vocación de permanencia, para atender a actividades, en términos de la pro-
pia LOU, «prioritariamente de investigación».

La reforma de esta figura de profesorado introducida por la LOMLOU con-
tribuyó a solventar algunas de las lagunas normativas que planteaba la redacción 
inicial de la misma, estableciéndose de un modo expreso que este contrato debe 

18  Sobre la carrera profesional del personal docente e investigador de las universidades públicas 
vid. Moreno (2009: 37) y (2010: 247 y ss.).
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formalizarse con carácter indefinido y con dedicación a tiempo completo, po-
niéndose fin de este modo a las heterogéneas regulaciones autonómicas existen-
tes sobre estas materias, las cuales a su vez, se reflejaban ineludiblemente en la 
negociación colectiva.

Además de regular la duración y la jornada de los profesores contratados 
doctores, y ante la falta de regulación de esta figura por parte de la LOU, dife-
rentes normativas de las comunidades autónomas se han esforzado en regular 
otros aspectos esenciales del régimen jurídico aplicable al profesorado contra-
tado doctor y, fundamentalmente, en diseñar la carrera profesional del profeso-
rado contratado doctor, estableciendo al efecto un verdadero derecho de promo-
ción profesional de los mismos19.

De este modo, bajo distintas denominaciones, se han creado diferentes 
categorías o niveles profesionales por las que puede transitar el profesorado 
contratado doctor, previa obtención de las correspondientes acreditaciones, 
que tienen indudables repercusiones en el plano retributivo y, como no podía 
ser de otro modo, han sido incorporadas con posterioridad a la negociación 
colectiva de las universidades públicas. A título de ejemplo pueden citarse 
entre otros los siguientes supuestos: la normativa catalana establece que el ac-
ceso a la universidad en la figura contractual de profesorado contratado doc-
tor, con carácter permanente, puede hacerse a través de una de las siguientes 
categorías: catedrático o catedrática, que supone una carrera docente e inves-
tigadora consolidada y profesor o profesora agregado, que supone una pro-
bada capacidad docente e investigadora; la normativa castellano-leonesa dis-
tingue entre profesores contratados doctores que reúnan los requisitos básicos 
(acreditar al menos tres años de actividad docente e investigadora), profesores 
contratados doctores permanentes (que acrediten al menos seis años de ac-
tividad docente e investigadora, o prioritariamente investigadora posdocto-
ral) y los profesores contratados doctores senior (que acrediten al menos doce 
años de aquella actividad); la normativa aragonesa crea la figura del profesor 
contratado extraordinario, cuya contratación tiene por objeto el desarrollo de 
actividades investigadoras de excelencia o de docencia de alta especialización 
de profesores de muy reconocido prestigio apreciado por el órgano de eva-
luación correspondiente; la normativa andaluza distingue entre dos modali-
dades de profesorado contratado doctor: ordinaria y extraordinaria; la nor-
mativa del País Vasco contiene dos categorías distintas: el profesor pleno y 

19  En esta dirección, Del Rey y Martínez (2005) ponen de manifiesto que frente al escaso interés 
que muestra la LOU en la regulación del estatuto jurídico de la figura del profesor contratado doc-
tor, las normativas autonómicas promulgadas han contribuido a revalorizar la figura. A tal efecto, es-
tos autores ponen de manifiesto la voluntad de reconocer la carrera profesional del profesorado con-
tratado, estableciendo un verdadero derecho de promoción profesional de los contratados laborales 
indefinidos, a través de la creación de distintas categorías profesionales dentro de la figura laboral del 
profesorado permanente.
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el profesor agregado; la normativa extremeña distingue según las necesidades 
apreciadas por la universidad entre dos tipos dentro de la categoría de profe-
sores contratados doctores: el tipo 1 y el tipo 2; la normativa murciana prevé 
dos tipos de contrato, el tipo A, contratado doctor con funciones docentes e 
investigadoras y el tipo B, contratado doctor con funciones docentes y de di-
rección de investigación; etcétera20.

A tal efecto, como acertadamente se ha indicado, nada impide esta diversifi-
cación interna de la figura por parte de las normas autonómicas y de la negocia-
ción colectiva si se respetan las exigencias de la LOU, habiéndose considerado al 
respecto que la «razonabilidad de las figuras y el hecho de que tengan en conside-
ración los méritos y la antigüedad como factores a tener en cuenta en la progresión 
de una carrera profesional que se articula, pueden ser razones materiales suficientes 
para avalar su legalidad» (González, 2016: 141-142).

2.4.  El contrato de profesor asociado

Esta figura de profesorado, ya clásica en el ámbito universitario, constituye 
el puente entre la universidad, en especial la docencia y la investigación que en 
la misma se realiza, y el mundo profesional que se desenvuelve de forma prefe-
rente fuera de la misma. Con esta finalidad, el art. 53 LOU prevé que los profe-
sores asociados deberán ser contratados, con carácter temporal, y con dedicación 
a tiempo parcial, entre especialistas de reconocida competencia que acrediten 
ejercer su actividad profesional fuera del ámbito académico universitario. A par-
tir de esta previsión, los requisitos que deben cumplir los profesores asociados 
son los siguientes:

a)	 Titulación universitaria adecuada a la especialidad que se ejerza, que no 
será necesariamente la de doctor, estableciéndose una vez más una rela-
ción directa entre la exigencia de funciones investigadores o no y la exi-
gencia de la titulación de doctor.

b)	 Debe tratarse de especialistas de reconocida competencia, es decir, se 
mantiene la tradicional exigencia de que se trate de especialistas de re-
conocido prestigio, si bien, a diferencia de lo que ocurre con otras figu-
ras de profesorado, salvo lo que se prevea en las normativas autonómicas 
o convenios colectivos, continúa sin establecerse la exigencia de evalua-
ción alguna que acredite tal condición.

c)	 Debe acreditarse el ejercicio de su actividad profesional fuera del ámbito 
académico universitario. En este punto, la redacción inicial de la LOU 
exigía que se acreditara el ejercicio de la actividad profesional fuera de 
la universidad. La reforma introducida por la LOMLOU vino a mati-

20  Vid. un análisis de estos supuestos en Capodiferro (2016: 45 y ss.). Vid. también, Moreno 
(2010: 114 y ss.).
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zar este último requisito, de modo que a partir de ese momento ya no se 
exige de forma tajante que quienes hayan de ser contratados mediante 
esta figura acrediten ejercer su actividad profesional fuera de la univer-
sidad, sino que es suficiente con que se acredite ejercer dicha actividad 
fuera del ámbito académico universitario, con lo cual se da cabida den-
tro de esta figura a profesionales que pese a desarrollar su actividad pro-
fesional en la universidad, lo hacen en funciones ajenas al ámbito acadé-
mico universitario.

A partir de esta exigencia prevista legalmente de acreditar el ejercicio de una 
actividad profesional fuera del ámbito académico universitario, algunas norma-
tivas autonómicas y convenios colectivos han ido añadiendo un requisito sub-
jetivo adicional consistente en que se acredite este ejercicio de la actividad pro-
fesional durante un período mínimo previo a la contratación, normalmente de 
dos o tres años, lo cual no deja de plantear ciertas dudas, puesto que por vía de 
normativa autonómica y/o negociación colectiva se vienen a añadir requisitos 
subjetivos a una modalidad de contrato laboral21. Pese a ello, también se consi-
dera que ante las dudas que plantea el requisito de la profesionalidad externa, el 
mismo sí puede concretarse mediante la normativa autonómica y la negociación 
colectiva (González, 2016: 142).

Siendo un requisito para la contratación de los profesores asociados que se 
trate de especialistas de reconocida competencia que acrediten el ejercicio de 
su actividad profesional fuera del ámbito académico universitario cabe pregun-
tarse qué sucede cuando dicha exigencia no se satisface, es decir, cuando nos 
encontramos ante falsos asociados. Esta cuestión ha sido abordada por la STSJ 
de Cataluña de 19 de junio de 2014 (AS\2014\1865), que al conocer de un su-
puesto en que en el momento de suscribirse el contrato de profesor asociado de 
universidad el profesor cumplía el requisito de haber realizado una actividad 
profesional fuera del ámbito universitario en el período de tiempo anterior fi-
jado por la normativa de aplicación, pero sin que constara durante la vigencia 
del contrato dicha actividad profesional externa al ámbito universitario, con-
cluye que

21  Del Rey y Martínez (2005) se interrogan desde el prisma constitucional sobre la introduc-
ción de requisitos subjetivos en la definición de una clase de contrato laboral como es el de pro-
fesor asociado. En cualquier caso, la STSJ de la Comunidad Valenciana de 2 de mayo de 2009 
(JUR\2009\32914) aplica una previsión similar introducida por la normativa valenciana sin cues-
tionarse la validez de la misma. En la misma dirección, la STSJ (contencioso-administrativo) de Na
varra de 24 de junio de 2008 (JUR\2008\321544) aplica en este punto el art. 20.2 del Real De-
creto 898/1985 pese a tratarse de una contratación laboral, de modo que exige un período mínimo 
de ejercicio fuera del ámbito universitario de cualquier actividad profesional remunerada. A tal 
efecto, la citada resolución considera que esta resolución no ha sido derogada por la LOU ni es con-
traria a sus disposiciones. 
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si se entiende que dicho requisito debe concurrir no solo en el momento inicial de 
suscribir el contrato, sino también durante su vigencia, como parece deducirse de la 
normativa expuesta, en el que dicho requisito es exigible también para sus prórrogas, 
podría considerarse que el mismo actuaría como requisito constitutivo del contrato.

Y, en tal caso, a criterio de la Sala, el incumplimiento de dicho requisito no 
supondría la suscripción de un contrato de trabajo celebrado en fraude de ley, 
en relación a la cláusula de temporalidad, sino que nos encontraríamos ante un 
contrato que iría contra la ley, por no concurrir uno de los presupuestos esencia-
les no solo para su celebración, sino también de su mantenimiento. A partir de 
estas consideraciones, la Sala estima que

la ausencia de los requisitos válidos para poder suscribir el contrato comporta la ca-
lificación del mismo como un contrato nulo, con las consecuencias que establece el 
artículo 9.2 del Estatuto de los Trabajadores, en relación con el artículo 1.306.1 del 
Código Civil, en el sentido de que en casos de nulidad, «el trabajador podrá exigir, 
por el trabajo, que ya hubiera prestado, la remuneración consiguiente a un contrato 
válido», (…), pero no supondría la conversión del contrato suscrito en indefinido.

Ahora bien, frente a este razonamiento puede mantenerse que el hecho de 
que el contrato de profesor asociado se configure como una modalidad especí-
fica o particular del ámbito universitario no debe impedir la función supleto-
ria en este punto del Estatuto de los Trabajadores, que deberá ser aplicado en lo 
que no contradiga la regulación específica prevista por la LOU. A partir de es-
tas premisas, a la hora de abordar la cualificación que debe merecer la contrata-
ción de falsos profesores asociados por parte de las universidades públicas, parece 
más adecuado reconducir el incumplimiento del requisito de que el profesor aso-
ciado acredite una actividad profesional fuera del ámbito académico universita-
rio a la figura del fraude de ley, con el consecuente efecto de transformar en estos 
supuestos el contrato del profesor asociado en indefinido, no en vano, no parece 
que dicha exigencia constituya un elemento esencial del contrato de profesor aso-
ciado cuyo incumplimiento deba comportar la nulidad del mismo22. Por el con-
trario, parece más apropiado que en estos supuestos la aplicación supletoria de la 
normativa laboral prevista por la propia LOU suponga la apreciación de fraude 
de ley y, en consecuencia, la transformación del contrato del profesor asociado en 
un contrato indefinido, en los términos previstos en el art. 15.3 ET23.

Pero es que además, en aquellos supuestos en los que nos encontramos ante 
«auténticos» profesores asociados, aún sigue resultando especialmente complejo 
discernir, en los términos exigidos por la STJUE de 14 de marzo de 2014, entre 

22  En la misma dirección, Pérez y Trillo mantienen que «debe descartarse en estos casos la aplica-
ción de la nulidad del contrato a favor de su transformación en indefinido» (Pérez y Trillo 2014: 146). 

23  Sobre esta posibilidad vid. Moreno (2015).
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aquellos supuestos en que con la contratación de este profesor se trata de aten-
der necesidades provisionales, de aquellos otros supuestos en que se haya acu-
dido a esta modalidad contractual para cubrir necesidades permanentes y dura-
deras en materia de contratación de personal docente.

A tal efecto, a partir de la referida STJUE, la legitimidad de la figura de los 
profesores asociados requerirá de la concurrencia de dos requisitos: a) efectiva 
realización de una actividad profesional ajena a la universidad, previa y simultá-
nea, y b) no cobertura de necesidades permanentes y durables. En caso de no sa-
tisfacerse alguno de estos requerimientos, estaremos ante una utilización abusiva 
de la contratación temporal, correspondiendo al juez nacional decidir las conse-
cuencias de una extinción contractual basada formalmente en el vencimiento del 
plazo fijado en el contrato de trabajo.

Esta dificultad de discernir entre la contratación de profesores asociados 
para satisfacer necesidades docentes provisionales o permanentes ha comportado 
que ante situaciones prácticamente idénticas los tribunales estén fallando en sen-
tido contrario. A título de ejemplo, la Sentencia del Tribunal Superior de Justi-
cia del País Vasco de 12 de enero de 2016 mantiene que

la cadena ininterrumpida de contratos de profesor asociado del demandante (…) que 
ha durado más de treinta años, desempeñando de manera continua labores docentes 
en el área de conocimiento (…), revela de manera indubitada que no estamos ante 
una necesidad docente de índole coyuntural y ni siquiera ante una cadena sucesiva de 
diversas necesidades docentes, cada una de ellas de duración temporal, sino ante una 
auténtica necesidad docente permanente y duradera (…), que no puede cubrirse me-
diante una concatenación de contratos de profesor asociado, aún cuando el deman-
dante mantenga su actividad profesional extraacadémica, ya que si bien, con ello, se 
cumple el requisito que justifica el uso de esta modalidad contractual temporal, desde 
la vertiente del art. 53 LOU, no es compatible con las exigencias de la cláusula 5 del 
Acuerdo marco (…), lo que conduce a la calificación de la decisión extintiva como 
un despido improcedente24.

Por el contrario, la STSJ de Murcia de 14 de marzo de 2016, al conocer el 
caso de un profesor asociado que ve extinguido su contrato tras más de 12 años 
de docencia, declara lícita la extinción del mismo, evidenciando el carácter es-
trictamente temporal del contrato de profesor asociado y la legalidad de la causa 
de extinción. A tal efecto, la citada resolución mantiene que «la contratación 
como profesor asociado no está reñida con el pronunciamiento de la STJUE de 13 de 
marzo de 2014», no en vano,

la propia sentencia del TJUE admite la posibilidad de utilización de este contrato 
para la cobertura de necesidades permanentes o recurrentes, como así ocurre habi-

24  Vid. también, STSJ del País Vasco de 22 de diciembre de 2015 (AS\2016\386) y SSTSJ de 
Madrid de 12 de diciembre de 2014 (AS\2015\297) y de 24 de octubre de 2014 (AS\2014\2643).
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tualmente en la práctica; sin que pueda obviarse que en el ámbito en que nos mo-
vemos, como es la contratación de profesorado universitario, no puede producirse 
una equiparación total y absoluta entre la lógica de la contratación temporal del ar-
tículo 15 del Estatuto de los Trabajadores y la situación del profesorado universitario, 
ya que la LOU, normativa especializada y aplicable en este caso, prevé en el ámbito 
laboral el carácter temporal del vínculo, diferenciando claramente entre los cuerpos 
docentes ordinarios —funcionarios— y el resto de personal laboral docente, vincu-
lado por contratos temporales25.

Pese a que la redacción inicial del art. 53 LOU no lo estableciera de forma 
expresa, la finalidad de la figura contractual de los profesores asociados siempre 
se ha circunscrito al desarrollo de tareas docentes. La redacción vigente de di-
cho precepto, introducida por la LOMLOU, ha venido a recoger formalmente 
esta realidad al establecer de forma expresa que «la finalidad del contrato será la 
de desarrollar tareas docentes a través de las que se aporten sus conocimientos y ex-
periencias profesionales a la universidad». Con esta previsión se constata de forma 
definitiva que con esta modalidad contractual lo que se pretende es incorporar a 
la universidad la experiencia que pueden aportar los especialistas de reconocida 
competencia como complemento a la labor desarrollada por los profesores e in-
vestigadores de los cuerpos docentes o contratados permanentes en régimen la-
boral.

De conformidad con la naturaleza y los requisitos de esta figura de profe-
sorado, a los mismos se les exige una dedicación a tiempo parcial y, en ningún 
caso, a tiempo completo, puesto que estos profesores deben haber acreditado 
que ejercen su actividad fuera del ámbito académico universitario y, por tanto, 
su prestación de trabajo deberá ser compartida con el ejercicio de otra actividad 
profesional. La delimitación de esta parcialidad acostumbra a fijarse en la nor-
mativa autonómica, de la propia universidad o en la negociación colectiva, acos-
tumbrándose a fijar diferentes niveles de dedicación que dan lugar a una clasifi-
cación interna de los profesores asociados.

En atención al objeto de la prestación, el contrato laboral que tras la LOU 
vincula a los profesores asociados con la universidad es de naturaleza temporal. 
A pesar de que en la redacción inicial de dicha norma no se establecía de forma 
expresa cuál debía ser la duración máxima ni la duración mínima del contrato 
de profesor asociado, todo hacía presagiar que el parámetro de referencia debería 
ser el curso académico, si bien, nada parecía impedir su celebración por tiempos 
distintos. La reforma introducida por la LOMLOU vino a cubrir parcialmente 
esta laguna, al establecer que la duración del contrato será trimestral, semestral o 
anual, y que el mismo se podrá renovar por períodos de igual duración, siempre 

25  Vid. también, SSTSJ de Cataluña de 22 de mayo de 2015 (AS\2015\1330), de 5 de enero de 
2015 (AS\2015\500) y de 5 de mayo de 2014 (AS\2014\1841).
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que se siga acreditando el ejercicio de la actividad profesional fuera del ámbito 
académico universitario.

Siendo una modalidad contractual de naturaleza temporal, el cumplimiento 
del término señalado en el contrato implicará la extinción del mismo, salvo que 
se acuerde su prórroga. En esta dirección, la STSJ de Aragón de 21 de junio de 
2006 al enjuiciar la extinción del contrato de un profesor asociado indica que

el actor suscribió un contrato de trabajo temporal como profesor asociado, con una 
duración de dos años, al término de la cual la universidad (...) decidió, previo in-
forme negativo del Departamento (...), no prorrogar su contrato de trabajo, que se 
extinguió por cumplimiento del término pactado de conformidad con la norma-
tiva reguladora de la prestación de servicios de los profesores asociados universitarios, 
cuya vinculación con la universidad es temporal (AS\2006\2800)26.

Algún convenio colectivo, sin embargo, prevé la renovación de los contratos 
de profesor asociado, siempre que concurran las circunstancias que se indican, 
salvo informe motivado en contra. En estos supuestos, los tribunales consideran 
que es necesario valorar si las causas para la no renovación son razonables y sufi-
cientes27.

2.5.  El contrato de profesor visitante

La reforma introducida por la LOMLOU, pese a reproducir en lo esencial 
los requisitos subjetivos exigidos por la LOU para proceder a la contratación de 
profesores visitantes, a saber, que se trate de profesores o investigadores de reco-
nocido prestigio de otras universidades y centros de investigación, tanto españo-
les como extranjeros, ha venido a completar el régimen jurídico aplicable a esta 
figura contractual, en especial, en lo relativo a la finalidad del contrato, que se 
circunscribe al desarrollo tanto de tareas docentes como investigadoras a través 
de las que se aporten los conocimientos y la experiencia docente e investigadora 
de los indicados profesores a la universidad.

26  Vid. también, STSJ de Cataluña de 11 de diciembre de 2008 (AS\2008\424) que concluye 
que «la Universidad de Barcelona podía contratar al actor como profesor asociado a tiempo parcial solo 
con carácter temporal, no por tiempo indefinido, en virtud de una normativa que así lo autoriza y el con-
trato se podía extinguir por expiración del tiempo convenido, de conformidad con lo pactado y lo dispuesto 
en el art. 49.1.c) ET». En la misma dirección pueden consultarse entre otras la STSJ de la Comuni-
dad Valenciana de 6 de julio de 2007 (JUR\2007\326905), la STSJ de Cataluña de 12 de noviem-
bre de 2009 (JUR\2009\75386), la STSJ de Galicia de 24 de abril de 2009 (JUR\2009\257448), la 
STSJ de Galicia de 2 de octubre de 2009 (JUR\2009\469951), la STSJ de Cataluña de 5 de mayo 
de 2010 (AS\2010\1697), la STSJ de Cataluña 13 de febrero de 2013 (AS\2013\902), la STSJ 
de la Comunidad Valenciana de 10 de abril de 2014 (AS\2014\1699), la STSJ de Castilla y León 
(Valladolid) de 12 de marzo de 2015 (AS\2015\700), la STSJ de Murcia de 14 de marzo de 2015 
(AS\2016\534), etcétera.

27  Vid. SSTSJ de Andalucía (Sevilla) de 22 de julio de 2016 (AS\2016\1509) y de 6 de mayo de 
2015 (AS\2015\1608).
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La finalidad perseguida por esta modalidad contractual se vincula de este 
modo a los requisitos previstos para su formalización, puesto que es precisa-
mente la condición de profesores o investigadores «de reconocido prestigio» de 
«otras universidades y centros de investigación, tanto españoles como extranjeros» lo 
que justifica que su contratación por parte de una universidad tenga por finali-
dad que los citados profesores o investigadores a través de las tareas docentes e 
investigadoras que desarrollen, aporten sus conocimientos y su experiencia do-
cente e investigadora de excelencia que se les presupone. En todo caso, llama es-
pecialmente la atención que aunque se exige que se trate de profesores o inves-
tigadores «de reconocido prestigio» no se prevea ningún sistema de evaluación de 
tal circunstancia28.

Asimismo, la normativa reguladora de esta modalidad contractual regula la 
duración de la misma, estableciéndose al respecto que este contrato será en todo 
caso temporal, según el acuerdo entre las partes y la dedicación del profesor 
contratado, que podrá ser a tiempo completo o parcial. Obsérvese al respecto los 
términos tan genéricos con que se contempla la duración y la dedicación de esta 
modalidad contractual, debiéndose acudir a las normativas autonómicas, uni-
versitarias y a los convenios colectivos para obtener una mayor acotación de am-
bas cuestiones.

De conformidad con esta configuración de los profesores visitantes, los mis-
mos se postulan como el mejor instrumento para la consecución del objetivo de 
internacionalización de la universidad mediante la contratación de investigado-
res extranjeros, así como también, como un medio útil para fomentar la movili-
dad del profesorado entre las diferentes universidades nacionales (Rivera, 2016: 
51).

A partir de estas premisas, corresponde a las normas autonómicas, universi-
tarias y a la negociación colectiva la regulación de los aspectos esenciales de esta 
modalidad contractual como es la manera de acreditar el prestigio y reconoci-
miento de la valía profesional del profesor visitante, la duración del contrato, 
en todo caso temporal, las posibles prórrogas, la dedicación, la retribución o las 
causas válidas de extinción del contrato (González, 2016: 148).

Habiéndose establecido el requisito subjetivo de que se trate de «profeso-
res o investigadores de reconocido prestigio de otras universidades o centros de in-
vestigación, tanto españoles como extranjeros» se plantea la cuestión de qué su-
cede cuando se contrata a alguien que no reúne esta condición y, en particular, 
cuando no se trate de un profesor externo. En este punto, debe considerarse 

28  También llama la atención sobre este hecho Baylos (2008: 63) al indicar que «también la eva-
luación del «prestigio» del profesor o investigador visitante queda en manos de la apreciación de la Uni-
versidad y de las necesidades que ésta entienda atendibles a través de esta «importación» temporal de ta-
lentos».
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que nos encontramos ante una contratación fraudulenta que debe comportar la 
transformación del contrato de trabajo en un contrato indefinido29.

2.6.  El contrato de profesor emérito

Con la figura de los profesores eméritos se pretende preservar para el patri-
monio de la universidad los conocimientos y las experiencias de aquellos profe-
sores universitarios que por haber alcanzado la edad de jubilación deben aban-
donar la actividad universitaria que han desarrollado hasta el momento30. Esta 
figura constituye una vía indirecta a través de la cual estos profesores pueden 
continuar vinculados con la actividad universitaria, compatibilizando su situa-
ción con la prestación de jubilación.

El vigente art. 54 bis introducido por la LOMLOU ha alterado sustancial-
mente la regulación de esta figura prevista en la redacción inicial de la LOU al 
prever que «las universidades, de acuerdo con sus estatutos, podrán nombrar a pro-
fesores eméritos entre profesoras y profesores jubilados que hayan prestado servicios 
destacados a la universidad». Además de la confusa sustitución de los términos 
«contratar» por «nombrar» que se llevó a cabo en esta norma, con la nueva re-
gulación de la figura del emérito se ha ampliado sustancialmente el ámbito sub-
jetivo de este colectivo, puesto que el acceso a esta modalidad contractual ya no 
queda limitado únicamente a funcionarios jubilados de los cuerpos docentes 
universitarios, sino que también pueden acceder a la misma otros miembros de 
personal docente e investigador también jubilados, como ya recogen diferentes 
normas autonómicas y convenios colectivos aprobados tras la LOMLOU.

Pese a exigirse que el nombramiento de profesores eméritos se realice entre 
profesoras y profesores que hayan prestado «servicios destacados» a la universi-
dad, nada se especifica en la ley sobre cómo debe acreditarse esta circunstancia, 
dejándose esta cuestión en la mayoría de normativas autonómicas a lo que se 
prevea en los estatutos de la universidad31.

29  Sobre esta cuestión vid. la STSJ de Cataluña de 13 de abril de 2012 (AS 2012\2134). 
No es este, sin embargo, el criterio seguido por la STSJ de Madrid de 7 de octubre de 2015 
(AS\2015\2513), que considera que «las irregularidades en que pudiera haber incurrido la demandada 
en la contratación —que, según la sentencia de instancia, consistieron en haber excedido el primer con-
trato la duración máxima de 4 años establecida en la Ley (aunque no existiría tal, si se tiene en cuenta la 
reforma operada por la Ley 4/2007) y en haber utilizado en fecha 1 de mayo de 2010 un contrato que no 
era apto para formalizar la relación, dado que la actora no reunía los requisitos necesarios— no pueden 
determinar la conversión del contrato en indefinido, dado que, en lo que a este personal se refiere, el con-
trato ha de ser necesariamente de carácter temporal, por exigirlo así la ley, y que para acceder a otro tipo 
de contratación sin límites temporales se exige efectuarla a través de concurso público, en la forma legal-
mente establecida».

30  Vid. también, San Martín (2012: 38).
31  En este punto, González (2016: 148) pone de manifiesto que «lo indudable es que no existe de-

recho alguno a ser contratado como profesor emérito, que esa contratación o renovación depende del crite-
rio de la universidad».
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Pese a la previsión de esta figura que se contiene en la LOU, dicha norma 
no incorpora una regulación mínima de la misma, sino que deja un amplio mar-
gen de actuación a los Estatutos de las diferentes universidades para que la per-
filen. Como consecuencia de la imprecisión del legislador a la hora de establecer 
el régimen jurídico de esta figura, no quedan excesivamente definidas las fun-
ciones que corresponden a estos profesores, si bien parece lógico que abarquen 
tanto a la actividad docente como a la investigadora.

Asimismo, tampoco en la LOU se especifica la duración de esta modalidad 
contractual o, en su caso, nombramiento de emérito, dentro de la lógica tempo-
ralidad que se atribuye a esta figura, ni el régimen de dedicación, que también 
por lógica sólo parece que pudiera ser a tiempo parcial, no en vano, dicha con-
tratación se compatibiliza con la jubilación del profesor emérito. En este con-
texto, han sido las normas autonómicas las que han venido a precisar la tempo-
ralidad del profesor emérito y su régimen jurídico (duración total y eventuales 
prórrogas). La negociación colectiva tampoco ha permanecido totalmente al 
margen de la regulación de esta figura de profesorado, estableciendo algunas re-
glas generalmente dirigidas a la duración mínima y máxima de esta modalidad 
contractual, sus prórrogas y renovaciones.

Finalmente, con la finalidad de evitar que una excesiva proliferación de 
esta figura pudiera alterar la normal configuración y evolución de las plantillas 
de profesorado de las universidades, algunas regulaciones autonómicas, estatu-
tos universitarios y convenios colectivos han previsto limitaciones al respecto, 
fijando que el número de profesores eméritos no pueda superar un porcentaje 
determinado de la plantilla de personal docente e investigador de la universi-
dad.

3. �L as modalidades de contratación laboral específicas del personal 
investigador previstas en la Ley de la Ciencia

3.1.  El contrato predoctoral

La principal novedad que la Ley de la Ciencia introduce en relación con el 
personal investigador en formación o en fase inicial consiste, sin lugar a dudas, 
en la previsión, recogida en su art. 21, de una modalidad contractual específica 
dirigida a este colectivo y a la que pueden acudir, entre otras entidades, las uni-
versidades públicas, sin bien en este caso, únicamente cuando las mismas son 
perceptoras de fondos cuyo destino incluya la contratación del personal investi-
gador o para el desarrollo de sus programas propios de I+D+i32.

32  Sobre esta modalidad contractual vid. Moreno (2012). 
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La primera cuestión que cabe destacar del nuevo contrato predoctoral in-
troducido por la Ley de la Ciencia es que se trata de una modalidad contrac-
tual dirigida a satisfacer una necesidad muy concreta y específica consistente en 
la contratación de aquellos investigadores que se encuentran elaborando la te-
sis doctoral en la fase inicial de su carrera investigadora. La Ley de la Ciencia se 
aparta de este modo de la opción adoptada por el Real Decreto 63/2006, de 27 
de enero, por el que se aprueba el Estatuto del Personal Investigador en Forma-
ción (en adelante EPIF), que había acudido a las modalidades contractuales or-
dinarias o comunes previstas en el Estatuto de los Trabajadores para contratar a 
este colectivo, al menos durante una etapa de su formación coincidente con el 
tercer y cuarto año de las ayudas a la investigación, en particular, al contrato en 
prácticas previsto en el art. 11.1 ET33.

Por el contrario, aunque el nuevo contrato predoctoral pueda compartir di-
versos de los elementos básicos y esenciales que definen al contrato en prácticas, 
formalmente se configura como una modalidad contractual específica y diferen-
ciada de dicho contrato formativo. En consecuencia, la opción finalmente adop-
tada por la Ley de la Ciencia configura al contrato predoctoral como un con-
trato autónomo y desgajado del contrato en prácticas previsto en el Estatuto de 
los Trabajadores que, a pesar de las indudables similitudes existentes con éste, 
responde a unos objetivos distintos y sigue una dinámica propia. Por primera 
vez se diseña una modalidad contractual específica para la contratación laboral 
de este colectivo de investigadores en formación, diferente de las modalidades 
comunes de contratos formativos y de las de duración determinada (González 
del Rey, 2016: 48). Ello no impide, sin embargo, que en todo aquello no pre-
visto en la Ley de la Ciencia y en sus normas de desarrollo, resulte de aplicación 
al contrato predoctoral lo dispuesto en el Estatuto de los Trabajadores y en sus 
normas de desarrollo.

La sustitución del contrato en prácticas por el contrato predoctoral como 
vía de vinculación contractual del personal investigador en formación que lleva 
a cabo la Ley de la Ciencia no implica un mero cambio de modalidad contrac-
tual, sino que, por el contrario, ha supuesto un cambio radical y de amplio ca-
lado en la concepción que tradicionalmente ha recibido el colectivo del perso-
nal investigador en formación, en la medida en que al preverse una modalidad 
contractual específica con una duración máxima de cuatro años, se abandona el 
modelo de financiación de la formación investigadora introducido con carácter 
general por el EPIF conocido como modelo 2+2, que se caracteriza por combi-
nar dos años de beca de investigación y dos años de contratación en prácticas 
del investigador, y se adopta por primera vez en una norma estatal con rango de 
ley el modelo de financiación de la formación investigadora conocido como mo-

33  Sobre el Estatuto del Personal Investigador en Formación vid. Moreno (2008).
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delo 0+4, en el que se elimina cualquier fase de beca, procediéndose a la contra-
tación laboral de los investigadores que se encuentran en formación desde el ini-
cio de su carrera investigadora, es decir, desde el inicio de su participación en los 
trabajos o proyectos de investigación conducentes a la elaboración y defensa de 
su tesis doctoral34.

Todo el régimen jurídico del contrato predoctoral se encuentra imbuido de 
la finalidad que se persigue con esta modalidad contractual que no es otra que 
la formación del personal investigador mediante la realización de la tesis docto-
ral que le permita obtener el título de doctor. De esta finalidad deriva la deno-
minación de la modalidad contractual de «contrato predoctoral» y de uno de 
los sujetos contratantes, es decir, el «personal investigador predoctoral en for-
mación».

La finalidad del contrato predoctoral se manifiesta en su objeto que consiste 
en «la realización de tareas de investigación, en el ámbito de un proyecto específico y 
novedoso, por quienes estén en posesión del título de licenciado, ingeniero, arquitecto, 
graduado universitario con grado de al menos 300 créditos ECTS o master universi-
tario o equivalente, y hayan sido admitidos a un programa de doctorado» (art. 21.a) 
Ley de la Ciencia). A pesar de que la delimitación inicial del objeto del contrato 
podría plantear alguna duda al referirse genéricamente a «la realización de tareas 
de investigación, en el ámbito de un proyecto específico y novedoso», la posterior exi-
gencia de que estas actividades se desarrollen por quienes «hayan sido admitidos a 
un programa de doctorado» pone de manifiesto que el proyecto específico y nove-
doso que constituye el objeto de este contrato equivale a la realización de la tesis 
doctoral (Nogueira, 2016: 133)35.

Sorprende que la regulación de esta modalidad contractual no contemple 
la posibilidad de que el personal investigador predoctoral en formación vincu-
lado mediante esta modalidad contractual pueda desarrollar, junto a las activi-
dades investigadoras que constituyen el objeto principal de este contrato y, en 
particular, junto a la elaboración y defensa de la tesis doctoral, actividades do-
centes complementarias, no en vano, es habitual que este colectivo colabore en 
las tareas docentes propias de la universidad u otro organismo de investigación 

34  González y Cristóbal (2011: 1078) indican que el contrato predoctoral introducido por la 
Ley de la Ciencia supone que «desde el primer año de vinculación, el investigador adquiere los derechos 
laborales y de Seguridad Social equiparables a cualquier trabajador que formalice un contrato de dura-
ción determinada. A diferencia de lo que ocurre, hasta el momento, con el personal investigador en forma-
ción de beca, cuyos derechos se encuentran ligeramente mermados durante los dos primeros años de disfrute 
de la ayuda a la investigación». Vid. también, Luján (2012: 202).

35  Por el contrario, Sirvent (2015: 13-14) considera al respecto que «dada la laxitud con la que se 
expresa la norma, puede entenderse que el objeto del contrato no tiene por qué ser en todos los casos la ela-
boración de la tesis doctoral, pudiendo venir constituido también el mismo por la realización de trabajos 
de investigación en el seno de un proyecto concreto y novedoso, quedando obligado, en cualquier caso, el 
destinatario del contrato a participar en el programa de doctorado correspondiente». 
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al que se encuentra vinculado36. En todo caso, las diferentes convocatorias de 
ayudas predoctorales continúan estableciendo la posibilidad de que los investi-
gadores predoctorales colaboren en tareas docentes.

En este punto, debe tenerse en cuenta que a priori parece admisible que 
se prevea la posibilidad de que los investigadores en formación puedan cola-
borar en tareas docentes, sobretodo si tenemos en cuenta que la formación 
recibida por el investigador en formación debe servirle no sólo para incorpo-
rarse a la carrera investigadora, sino también a la carrera docente37. Sin em-
bargo, debe velarse para que las tareas docentes del investigador en formación 
no desvirtúen la finalidad formativa del contrato predoctoral, al prevalecer 
la actividad docente del investigador en formación sobre su actividad inves-
tigadora y muy especialmente sobre su dedicación a la elaboración de la tesis 
doctoral38.

La finalidad perseguida por el contrato predoctoral determina también los 
requisitos subjetivos que deben satisfacerse por parte del investigador para poder 
ser contratado mediante esta modalidad contractual, en concreto, estar en po-
sesión de una determinada titulación y haber sido admitido en un programa de 
doctorado. Respecto a las titulaciones admitidas para formalizar este contrato se 
incluye la titulación de licenciado, ingeniero, arquitecto, graduado universitario 
con grado de al menos 300 créditos ECTS o máster universitario, o equivalente. 
Por lo demás, no se exige, a diferencia de lo que sucede con el contrato en prác-
ticas, que estas titulaciones tengan una antigüedad máxima, lo cual, unido a la 
ausencia de una edad máxima para la formalización de este contrato, comporta 
que esta modalidad contractual se pueda formalizar no únicamente con jóvenes 
investigadores recientemente titulados, sino también con investigadores de más 
edad que ya hace tiempo que finalizaron sus estudios.

Respecto al requisito de haber sido admitido en un programa de doctorado, 
dicha admisión deberá llevarse a cabo de conformidad con lo previsto en los 
arts. 6 y 7 del Real Decreto 99/2011. El cumplimiento de este segundo requi-
sito deberá acreditarse además en el momento de la formalización del contrato 
predoctoral, que necesariamente debe ser por escrito, ya que deberá acompa-
ñarse al contrato un «escrito de admisión al programa de doctorado expedido por la 
unidad responsable de dicho programa, o por la escuela de doctorado o posgrado en 
su caso» (art. 21.b) de la Ley de la Ciencia).

36  Al respecto, Marina (2012: 11) indica que el art. 21 de la Ley de la Ciencia no contempla la 
posibilidad de que el personal investigador predoctoral en formación colabore en tareas docentes, 
algo que sí admite el EPIF. 

37  En la misma dirección, Morón (2006: 461) considera que la posibilidad de impartir un nú-
mero limitado de clases se justifica en su interés formativo.

38  A tal efecto, Sirvent (2016: 93) indica que la falta de previsión de tareas docentes en los con-
tratos predoctorales tal vez se deba a la voluntad de evitar prácticas abusivas en este punto.
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De conformidad con estas exigencias, si el investigador ya se encuentra en 
posesión del título de doctor en el mismo campo o área de conocimiento no po-
drá acudirse al contrato predoctoral (Sirvent, 2016: 87).

El objeto del contrato predoctoral —elaboración y defensa de la tesis docto-
ral que permita al investigador en formación obtener su título de doctor— tam-
bién comporta que el mismo se configure con dedicación a tiempo o a jornada 
completa, no siendo posible celebrar contratos a tiempo parcial bajo esta moda-
lidad contractual, sin perjuicio, claro está, de los supuestos en que se proceda a 
reducir la jornada de trabajo en los supuestos legalmente admitidos.

Por la misma razón que justifica que el contrato predoctoral se configure 
con dedicación a tiempo o a jornada completa, es decir, la finalidad formativa 
consistente en que el investigador predoctoral elabore y defienda su tesis docto-
ral, el contrato predoctoral se define como un contrato de evidente naturaleza 
temporal, no en vano, la elaboración y defensa de la tesis doctoral, requieren 
una delimitación temporal. En esta dirección, el art. 21.c) de la Ley de la Cien-
cia tras indicar que «el contrato será de duración determinada» establece que

la duración del contrato no podrá ser inferior a un año, ni exceder de cuatro años 
(…) No obstante, cuando el contrato se concierte con una persona con discapacidad, 
el contrato podrá alcanzar una duración máxima de seis años, prórrogas incluidas, te-
niendo en cuenta las características de la actividad investigadora y el grado de las li-
mitaciones de la actividad.

En definitiva, la duración máxima de esta modalidad contractual será con 
carácter general de cuatro años y de hasta seis años si se trata de trabajadores con 
discapacidad, debiéndose atender en este supuesto a las características de la ac-
tividad investigadora y al grado de limitaciones en la actividad del investigador 
con discapacidad.

Para el cómputo de la duración máxima del contrato predoctoral se tendrán 
en cuenta todas las contrataciones efectuadas con el mismo investigador predoc-
toral en formación con la misma o distinta entidad, de modo que si un investi-
gador ya ha sido contratado con anterioridad mediante esta modalidad contrac-
tual por otra entidad, la duración máxima del nuevo contrato predoctoral que 
vaya a formalizar con la misma únicamente podrá tener una duración máxima 
equivalente a la diferencia existente entre la anterior contratación y la duración 
máxima de cuatro años o, en su caso, de hasta seis años para los discapacitados, 
prevista para esta modalidad contractual. Llama la atención en este punto que 
no se haya contemplado una previsión similar en relación con una posible su-
cesión del contrato de ayudante que, como ya se ha indicado, se prevé con una 
función prácticamente idéntica a la del contrato predoctoral, evitándose de este 
modo el encadenamiento de ambos modalidades contractuales (González del 
Rey, 2016: 50).
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El art. 21.c) de la Ley de la Ciencia concreta un poco más la duración del 
contrato predoctoral, habiendo sido modificada esta materia de forma impor-
tante por la disposición adicional sexta de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre, 
por la que se regula el sistema de formación profesional para el empleo en el 
ámbito laboral (en adelante, Ley 30/2015). Tras la reforma introducida por la 
Ley 30/2015, ya no se establece la obligatoriedad de que la duración del con-
trato sea de un año prorrogable por períodos anuales, sino que únicamente se 
establecen los límites máximos y mínimos de duración del contrato, al estable-
cerse que la duración del mismo «no podrá ser inferior a un año, ni exceder de 
cuatro años». A partir de esta premisa, se indica que «cuando el contrato se hu-
biese concertado por una duración inferior a cuatro años podrá prorrogarse sucesiva-
mente sin que, en ningún caso, las prórrogas puedan tener una duración inferior a 
un año». En consecuencia, tras la reforma, dentro de los límites máximos y mí-
nimos de duración del contrato, las partes fijarán la duración del contrato que 
consideren conveniente, pudiendo llegarse a establecer, incluso, una duración 
inicial de cuatro años. Únicamente para el supuesto en que se fijen duracio-
nes inferiores a la máxima de cuatro años se contempla la posibilidad de que el 
mismo pueda prorrogarse hasta la misma, siempre que las prórrogas tengan una 
duración mínima de un año.

Ahora bien, como contrapartida a la admisibilidad de contrataciones más 
extensas en el tiempo, superiores a la duración anual prevista anteriormente, se 
establece que

la actividad desarrollada por el personal investigador predoctoral en formación será 
evaluada anualmente por la comisión académica del programa de doctorado, o en 
su caso de la escuela de doctorado, durante el tiempo que dure su permanencia en el 
programa, pudiendo ser resuelto el contrato en el supuesto de no superarse favorable-
mente dicha evaluación39.

Aunque con carácter general se establece que la duración inicial y las prórro-
gas del contrato predoctoral no pueden ser inferiores a un año, la propia norma 
establece una excepción para aquellos supuestos en que por haber estado ya con-
tratado el trabajador bajo esta modalidad contractual, el tiempo que le reste 
hasta el máximo de cuatro años, o de seis en el caso de personas con discapaci-
dad, sea inferior a un año; para estos supuestos se prevé que pueda concertarse el 
contrato, o su prórroga, por el tiempo que reste hasta el máximo establecido en 
cada caso.

39  En este punto, Nogueira (2015) indica que «en algún tipo de actividades investigadoras el 
avance que se percibe año tras año es escaso, y tener que probarlo anualmente puede ser una tarea ardua 
que derive en cierta inseguridad para el trabajador e, incluso, para el empleador. De esta manera, quizás 
sea suficiente la emisión de un informe cada dos años, como se realizaba hasta el momento, para justificar 
las ayudas a la formación de investigadores». 
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También en relación con la duración del contrato predoctoral, en la línea ya 
avanzada en su momento por la LOMLOU, se prevé que «las situaciones de inca-
pacidad temporal, riesgo durante el embarazo, maternidad, adopción o acogimiento, 
riesgo durante la lactancia y paternidad, suspenderán el cómputo de la duración del 
contrato». La finalidad de esta medida es que las situaciones indicadas resulten 
inocuas para la carrera profesional del personal investigador y, muy especial-
mente, de las investigadoras40.

Finalmente, aunque el contrato predoctoral está dirigido a quienes no se 
encuentran en posesión del título de doctor, la obtención del mismo no debe-
ría suponer automáticamente la extinción del contrato predoctoral, sino que al 
estar configurado como un contrato a término el mismo no debería extinguirse 
hasta que finalizara la duración prevista en el contrato inicial o en sus prórrogas. 
En cualquier caso, una vez obtenida la titulación de doctor no deberían poderse 
formalizar nuevas prórrogas del contrato al no poder satisfacerse la exigencia de 
que el investigador permanezca en el programa de doctorado (González, 2016: 
150 y González, 2016: 51). No es este, sin embargo, el criterio adoptado mayo-
ritariamente; por el contrario, se considera que el contrato, aunque no se haya 
agotado su tiempo máximo, debe extinguirse con la lectura de la tesis doctoral 
o si ante tempus finaliza la permanencia en el programa de doctorado (Serrano, 
2014: 102 y Nogueira, 2016: 137).

Asimismo, llegado el término final del contrato predoctoral, el mismo se ex-
tinguirá con independencia de si se ha cumplido su objeto, es decir, con inde-
pendencia de si el investigador predoctoral ha elaborado y defendido con éxito 
su tesis doctoral. En estos supuestos, la extinción del contrato de trabajo se lle-
vará a cabo de conformidad con lo establecido en el art. 49.1.c) ET, de modo 
que si el contrato predoctoral se extingue por expiración del tiempo convenido 
será necesaria la denuncia del mismo. Al tener el contrato predoctoral una dura-
ción mínima de un año, la denuncia del mismo deberá formularse con una an-
telación mínima de quince días, dando lugar el incumplimiento de este plazo a 
una indemnización equivalente al salario correspondientes a los días en que di-
cho plazo se ha incumplido. En estos supuestos el investigador predoctoral en 
formación que ha visto extinguido su contrato no tendrá derecho a indemniza-
ción alguna41.

La finalidad formativa del contrato predoctoral también determina la retri-
bución que corresponde a los investigadores predoctorales en formación. En este 
sentido, el art. 21.d) de la Ley de la Ciencia establece que

40  A tal efecto, Luján (2012: 203) indica que esta previsión pone de manifiesto la conexión en-
tre el objeto del contrato y su régimen jurídico, de modo que «importa el desarrollo de tareas de inves-
tigación en el ámbito de un proyecto específico durante un periodo de tiempo acotado, no el transcurso me-
cánico de los años». 

41  Así lo indican también, González (2016: 150) y González del Rey (2016: 54).
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la retribución de este contrato no podrá ser inferior al 56 por 100 del salario fijado 
para las categorías equivalentes en los convenios colectivos de su ámbito de aplica-
ción durante los dos primeros años, al 60% durante el tercer año, y al 75 por 100 
durante el cuarto año. Tampoco podrá ser inferior al salario mínimo interprofesional 
que se establezca cada año, según el art. 27 del Texto Refundido de la Ley del Esta-
tuto de los Trabajadores.

Esta desigualdad retributiva parece un tanto excesiva, puesto que unas retri-
buciones mínimas del 56 por 100 del salario fijado para las categorías equivalen-
tes en el convenio colectivo durante los dos primeros años y del 60 y del 75 por 
100 durante el tercer y el cuarto año no parecen estar plenamente justificadas, 
puesto que los investigadores predoctorales en formación tras un breve lapso de 
tiempo suelen llevar a cabo una actividad investigadora cuanto menos similar a 
la desarrollada por otros investigadores de la universidad o centro de investiga-
ción en el que se adscriben42.

Este sistema de fijación del salario correspondiente al personal predoctoral 
en formación plantea además dos interrogantes adicionales de difícil resolución 
práctica: en primer lugar, la determinación de las categorías equivalentes a di-
cho colectivo en el convenio colectivo de su ámbito de aplicación; y, en segundo 
lugar, qué sucede cuando se producen desajustes entre los programas de ayuda 
a la investigación mediante los que se financian estos contratos y el módulo de 
cálculo del salario previsto en el art. 21 d) de la Ley de la Ciencia.

Como consecuencia de la previsión de contratar al personal predoctoral en 
formación a través del contrato predoctoral, estos investigadores también se en-
cuentran obligatoriamente incluidos desde el inicio de su contratación en el Ré-
gimen General de la Seguridad Social como trabajadores por cuenta ajena, en los 
mismos términos que cualquier trabajador por cuenta ajena, como así lo prevé de 
forma expresa la disposición adicional decimoctava de la Ley de Ciencia43.

3.2.  �El contrato de acceso al sistema español de ciencia, tecnología 
e innovación

A diferencia de lo que sucedía con alguno de los primeros borradores de la 
Ley de la Ciencia, que preveía una etapa intermedia entre la fase predoctoral y 

42  De forma expresiva Nogueira (2015) afirma que «este contrato es el peor remunerado de todos 
los existentes, al menos en sus dos primeros años, es decir, cualquier otro modelo contractual genera más be-
neficios al trabajador que el aquí estudiado». Sirvent (2015: 16) también se muestra muy crítica al res-
pecto, considerando que ello puede suponer un lastre a la hora de reclutar potenciales investigadores. 
También críticos con esta retribución tan reducida se muestran González y Cristóbal (2011: 1079).

43  González y Cristóbal (2011: 1078) indican que el contrato predoctoral introducido por la 
Ley de la Ciencia supone que «desde el primer año de vinculación, el investigador adquiere los derechos 
(…) de Seguridad Social equiparables a cualquier trabajador que formalice un contrato de duración de-
terminada».
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la fase de acceso al sistema de ciencia, tecnología e innovación, la redacción final 
de la misma no prevé de forma expresa esta etapa ni, por tanto, contempla una 
modalidad contractual específica para este colectivo, estableciéndose únicamente 
en el art. 20.4 que

la consecución de la titulación de doctorado pondrá fin a la etapa de formación del 
personal investigador, y a partir de ese momento dará comienzo la etapa postdocto-
ral. La fase inicial de esta etapa está orientada al perfeccionamiento y especialización 
profesional del personal investigador, y se podrá desarrollar, entre otros mecanismos, 
mediante procesos de movilidad y mediante contratación laboral de duración deter-
minada.

Todo hace pensar, en consecuencia, que los momentos iniciales de la etapa 
postdoctoral seguirán consistiendo en estancias formativas en el extranjero y en 
la participación del investigador doctor en diferentes proyectos de investigación 
hasta poder alcanzar los méritos necesarios para acceder al sistema español de 
ciencia, tecnología e innovación44. La Ley de la Ciencia no precisa, sin embargo, 
cómo se organizará desde una vertiente contractual esta etapa, habiéndose limi-
tado a prever que la misma se podrá desarrollar, entre otros mecanismos, me-
diante procesos de movilidad y mediante contratación laboral de duración de-
terminada, lo cual plantea no pocos interrogantes45.

Una vez finalizada la primera etapa de la formación postdoctoral y ante las 
dificultades que tradicionalmente ha planteado la incorporación de estos investi-
gadores postdoctorales al sistema español de ciencia, tecnología e innovación, el 
art. 22 de la Ley de la Ciencia contempla otra modalidad de contrato de trabajo 
específica para el personal investigador que recibe la denominación de «contrato 
de acceso al sistema español de ciencia, tecnología e innovación» y que, como su 
propio nombre indica, tiene por finalidad precisamente la de favorecer la incor-
poración de los investigadores postdoctorales al sistema español de ciencia, tec-
nología e innovación.

Como ya hemos visto que sucede con las figuras del ayudante y del profe-
sor ayudante doctor previstas en la LOU, este diseño de encadenamiento de con-
tratos de naturaleza temporal, ahora contrato predoctoral y contrato de acceso 
al sistema de ciencia, tecnología e innovación, contrasta con la previsión que se 
contiene en el art. 15.5 ET, según la cual se anuda al encadenamiento de de-

44  Sobre el alcance de esta previsión, Molina (2013: 363), tras indicar que no se entiende muy 
bien cuál es el mandato legal que incorpora esta norma, considera que se trata de una declaración 
vaga orientada a explicar qué es esta fase post-doctoral y, sobre todo, que pretende reafirmar que 
tiene un carácter temporal y dinámico, esto es, que debe presuponer la movilidad del personal inves-
tigador.

45  San Martín (2012: 64) llama la atención sobre el riesgo de que la expresión «entre otros meca-
nismos» pueda dar cabida a las becas.
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terminados contratos laborales durante un determinado período de tiempo la 
consecuencia de provocar la declaración de fijeza del trabajador. Las previsiones 
contenidas en este precepto, sin embargo, no resultan de aplicación a estas moda-
lidades contractuales, por tratarse de contratos especiales de trabajo con una in-
dudable naturaleza formativa. En todo caso y para evitar dudas al respecto, la dis-
posición adicional decimoquinta del Estatuto de los Trabajadores establece que 
no será de aplicación lo dispuesto en el art. 15.5 ET a las modalidades particula-
res de contrato de trabajo contempladas «en cualquiera otras normas con rango de 
ley», entre las cuales se encuentran los contratos previstos en la Ley de la Ciencia.

Al igual que sucedía con el contrato predoctoral, se prevé que puedan acudir 
a esta modalidad contractual, entre otras entidades las universidades públicas, 
sin bien en este caso, únicamente cuando las mismas son perceptoras de fondos 
cuyo destino incluya la contratación del personal investigador o para el desarro-
llo de sus programas propios de I+D+i.

El contrato de acceso al sistema español de ciencia, tecnología e innova-
ción encuentra un precedente inmediato en el contrato para la incorporación 
de investigadores al sistema de ciencia y tecnología regulado en el art. 17.b) 
Ley 13/1986, de modo que su entrada en vigor no supuso una modificación ra-
dical en este punto, sino una simple actualización o adaptación a las nuevas cir-
cunstancias de una modalidad contractual previamente existente.

El contrato de acceso al sistema español de ciencia, tecnología e innovación 
se configura en la Ley de la Ciencia como una modalidad de contrato de trabajo 
específica del personal investigador que satisface una necesidad muy concreta de 
contratación consistente en que el personal investigador contratado pueda de-
sarrollar tareas de investigación que le permitan obtener un elevado nivel de per-
feccionamiento y especialización profesional, consolidando de este modo su ex-
periencia profesional. Pese a ello, como sucedía con el anterior contrato para la 
incorporación de investigadores al sistema de ciencia y tecnología, la regulación 
del contrato de acceso al sistema español de ciencia, tecnología e innovación 
mantiene intensos vínculos con la regulación del contrato en prácticas prevista 
en el art. 11 ET. En este punto, el art. 22.1.f) de la Ley de la Ciencia prevé que 
«en lo no previsto en este artículo, será de aplicación el art. 11.1 del Estatuto de los 
Trabajadores».

La remisión al contrato en prácticas que lleva a cabo la Ley de la Ciencia al 
regular el contrato de acceso al sistema español de ciencia, tecnología e innova-
ción permite plantear la cuestión de si esta modalidad contractual constituye 
una mera adaptación del contrato en prácticas común u ordinario a las carac-
terísticas propias de la contratación de investigadores o si, por el contrario, nos 
encontramos ante una modalidad contractual ciertamente independiente o des-
gajada del tronco común del contrato en prácticas previsto por el art. 11.1 ET. 
Las extensas y relevantes particularidades previstas para el contrato de acceso al 
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sistema español de ciencia, tecnología e innovación respecto al contrato en prác-
ticas ordinario o común parecen avalar esta segunda opción, configurándose al 
respecto una modalidad muy singular de contrato en prácticas dirigida a la con-
tratación de los investigadores doctores46.

La diferenciación entre el contrato en prácticas ordinario o común previsto 
por el art. 11.1 ET y el contrato de acceso al sistema español de ciencia, tecno-
logía e innovación introducido por la Ley de la Ciencia alcanza a la propia con-
figuración de la finalidad perseguida por ambos contratos, puesto que mientras 
que puede afirmarse con mayor o menor rotundidad que el contrato en prácti-
cas ordinario o común tiene como objetivo básico la formación del trabajador, 
al permitirle la obtención de una práctica profesional adecuada al nivel de es-
tudios, el contrato de acceso al sistema español de ciencia, tecnología e innova-
ción, como su nombre indica, parece más bien una vía o un mecanismo de in-
serción del investigador en el mercado laboral y, por tanto, se configura como 
un instrumento de fomento del empleo de los investigadores (Serrano, 2014: 
107)47, más que de formación48. En esta dirección, el contrato de acceso al sis-
tema español de ciencia, tecnología e innovación pretende responder a las di-
ficultades que existen para absorber el flujo de investigadores que produce el 
sistema, con lo que se convierte más en una vía para facilitar la carrera profe-
sional de los investigadores al término de su formación, que en una vía de ca-
pacitación práctica o profesional. A tal efecto, se ha señalado que esta modali-
dad contractual constituye un «paso necesario (y no evitable para el investigador) 
para poder alcanzar, con posterioridad, la estabilidad en el empleo, ya sea mediante 
la contratación laboral fija o a través de una plaza de funcionario de carrera» 
(Serrano, 2014: 107).

La principal manifestación del predominio de la finalidad de inserción 
frente a la finalidad formativa del contrato de acceso al sistema español de cien-
cia, tecnología e innovación se encuentra en la exigencia de que esta modalidad 
contractual sólo podrá concertarse «con quienes estén en posesión del título de doc-
tor o equivalente» (art. 22.1.a) de la Ley de la Ciencia). A tal efecto, la exigencia 
de una titulación del nivel del doctorado desvirtúa la dimensión formativo-prác-
tica de este contrato, ya que, habiéndose realizado los cursos de doctorado y el 
trabajo de investigación que conduce a la obtención del título de doctor, real-

46  En esta misma dirección, González (2015) indica que «no se trata de un contrato en prácticas 
puesto que las particularidades diseñadas por el legislador lo alejan de la esencia de aquél, pero la aplica-
ción subsidiaria del art. 11.1 (…) nos permitiría hablar de un contrato en prácticas en cierta medida des-
virtuado».

47  Vid. también, STSJ de Canarias (Santa Cruz de Tenerife) de 2 de septiembre de 2013 
(AS\2014\143).

48  Frente a ello, González (2015) señala que «el investigador, contratado bajo esta modalidad, to-
davía se encuentra en un período formativo, si bien, con una mayor implicación investigadora y/o cientí-
fica que en el contrato predoctoral en formación».
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mente cabe presumir que el sujeto posee la aptitud y la experiencia laboral sufi-
cientes para realizar trabajos de investigación en los mismos términos que cual-
quier investigador que no esté contratado mediante esta especie de contrato en 
prácticas singular que es el contrato de acceso al sistema español de ciencia, tec-
nología e innovación.

A diferencia de lo que sucede con el contrato en prácticas ordinario, el 
art. 22 de la Ley de la Ciencia establece que no serán de aplicación a esta mo-
dalidad contractual «los límites de cinco años, o de siete años cuando el contrato se 
concierte con un trabajador con discapacidad, a que se refiere el art. 11.1 del Esta-
tuto de los Trabajadores». En este punto se vuelve a poner en evidencia que la fi-
nalidad última del contrato de acceso al sistema de ciencia, tecnología e inno-
vación no es tanto la formativa, sino fundamentalmente la de inserción en el 
mercado laboral, puesto que la supresión de este límite facilitará el acceso a esta 
modalidad contractual de aquellos investigadores que no hayan querido o no 
hayan podido incorporarse al mercado de trabajo de forma inmediata a la ob-
tención del título de doctor (González, 2015). A tal efecto, la supresión de este 
límite temporal, acompañada de la ausencia de una edad máxima para la forma-
lización de este contrato y, fundamentalmente, de las peculiares características 
de la carrera investigadora, permite la formalización de esta modalidad contrac-
tual con investigadores de avanzada edad y, fundamentalmente, con una gran 
experiencia, lo que permite poner en tela de juicio el carácter formativo de esta 
modalidad contractual49.

La principal especialidad del contrato de acceso al sistema de ciencia, tec-
nología e innovación respecto al contrato en prácticas ordinario o común viene 
dada por el objeto de esta modalidad contractual introducida por la Ley de la 
Ciencia. En este punto, el art. 11.1.a) ET se limita a establecer que «el puesto 
de trabajo deberá permitir la obtención de la práctica profesional adecuada al nivel 
de estudios o de formación cursados», con lo que se pretende ofrecer al trabajador 
la posibilidad de completar la formación recibida con la experiencia propia del 
desempeño de un puesto de trabajo. Esta previsión genérica se concreta un poco 
más en el art. 22.1.a) de la Ley de la Ciencia que prevé que el trabajo a desarro-
llar por el investigador contratado a través del contrato de acceso al sistema de 
ciencia, tecnología e innovación «consistirá primordialmente en la realización de 
tareas de investigación, orientadas a la obtención por el personal investigador de un 
elevado nivel de perfeccionamiento y especialización profesional, que conduzcan a la 
consolidación de su experiencia profesional»50.

49  Esta problemática ya se planteaba con el anterior contrato de incorporación de investigadores 
al sistema de ciencia y tecnología previsto por la Ley 13/1986. Vid. al respecto, Moreno (2008).

50  En este punto, llama la atención la laxitud de las funciones de estos investigadores que se ad-
mite en la STSJ de Galicia de 6 de febrero de 2015 (AS 2015\825) cuando dice que «el desempeño 
ocasional en actividades diferentes de las que figuran en su contrato de trabajo, puede entrar dentro de las 
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A pesar de que el objeto de esta modalidad contractual consiste en la reali-
zación de tareas de investigación, el art. 22.1.e) de la Ley de la Ciencia permite 
que el personal investigador que sea contratado a través del contrato de acceso 
al sistema español de ciencia, tecnología e innovación pueda prestar colabora-
ciones docentes51. La posibilidad de colaborar en tareas docentes, sin embargo, 
únicamente se admite si se cumplen determinados condicionantes con los que 
se pretende asegurar que estas colaboraciones no desvirtúen el objeto fundamen-
tal de esta modalidad contractual consistente en la realización de tareas de inves-
tigación, que permitan al investigador contratado alcanzar un alto nivel de per-
feccionamiento y especialización profesional que conduzcan a la consolidación 
de su experiencia profesional. Los requisitos exigidos para que los investigado-
res puedan prestar colaboraciones docentes son los siguientes: a) que se trate de 
colaboraciones complementarias a su actividad principal que es la investigación; 
b) que las colaboraciones docentes estén relacionadas con la actividad de investi-
gación a desarrollar por el investigador contratado; c) que como máximo alcan-
cen las 80 horas anuales; d) que exista acuerdo del departamento implicado y 
aprobación de la entidad para la que se prestan los servicios; y e) que se cumpla 
la normativa de incompatibilidades del personal al servicio de las administracio-
nes públicas.

La configuración del objeto de este contrato que consiste «primordialmente» 
en la realización de tareas de investigación y, en menor medida, en colaborar en 
tareas docentes, distancia a esta modalidad contractual del contrato de profe-
sor ayudante doctor que se configura, como ya se ha indicado, como una figura 
que mantiene de modo más claro una doble dedicación docente e investigadora 
(González del Rey, 2016: 56).

El contrato de acceso al sistema español de ciencia, tecnología e innovación, 
en tanto que modalidad muy singular de contrato en prácticas dirigida a la con-
tratación de los investigadores doctores mantiene el elemento de temporalidad, 
si bien, fijando otros límites máximos y mínimos, en concreto, el art. 22.1.c) de 

directrices y órdenes que el investigador principal pueda encomendar, para realizar actividades en otro 
grupo de investigación, que siempre van a estar enlazadas o conexionadas con el proyecto principal, es de-
cir, que cualquiera de los trabajos realizados por el actor podían ser aprovechados tanto en la realización 
de su proyecto como en otros grupos de investigación, siempre que esas actividades sean meramente ocasio-
nales, como así ha sido, sin que ello constituya fraude en la contratación, tal como invoca la parte recu-
rrente. Y tampoco existe tal fraude por el hecho de que los proyectos de investigación del organismo deman-
dado estén dentro de lo que se puede considerar su actividad normal y cotidiana, siempre que los mismos 
tengan autonomía y sustantividad propia, como ocurre en el presente caso, razón por la cual este motivo de 
recurso también debe ser desestimado».

51  Como pone de manifiesto Molina (2016: 58) «de esta posibilidad han venido beneficiándose 
ampliamente los investigadores contratados bajo esta modalidad por parte de las universidades, al ob-
jeto de poder acreditar como mérito a considerar la impartición de docencia, de cara a la obtención de las 
acreditaciones necesarias para acceder a plazas de profesorado universitario contratado o bien al Cuerpo de 
Funcionarios Docentes Universitarios».
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la Ley de la Ciencia prevé que «la duración del contrato no podrá ser inferior a un 
año, ni exceder de cinco años». Para el cómputo de la duración máxima se ten-
drán en cuenta todas las contrataciones efectuadas con el mismo investigador 
postdoctoral por la misma o distinta entidad mediante esta modalidad contrac-
tual, de modo que si el investigador doctor ya ha sido contratado con anterio-
ridad mediante el contrato de acceso al sistema español de ciencia, tecnología e 
innovación, la duración del nuevo contrato que se vaya a formalizar únicamente 
podrá tener una duración máxima equivalente a la diferencia existente entre la 
anterior contratación y la duración máxima de cinco años prevista para esta mo-
dalidad contractual52. También podría haberse incorporado una previsión si-
milar en relación con una posible sucesión respecto del contrato de profesor 
ayudante doctor, evitándose de este modo el encadenamiento de ambas moda-
lidades contractuales, sin perjuicio de que en este supuesto, como ya se ha in-
dicado, no existe una identidad absoluta entre las finalidades de ambas figuras 
(González del Rey, 2016: 50).

El art. 22.1.c) de la Ley de la Ciencia concreta un poco más la duración del 
contrato de acceso al sistema español de ciencia, tecnología e innovación, puesto 
que además de fijar la duración máxima del mismo, prevé que si la duración del 
contrato es inferior a cinco años, el mismo podrá prorrogarse sucesivamente, 
sin que, en ningún caso, las prórrogas puedan tener una duración inferior al 
año. Por tanto, esta modalidad contractual podrá formalizarse por su duración 
máxima, o bien, por duraciones inferiores, en todo caso no inferiores a un año. 
En este segundo supuesto, es decir, cuando se formalice por una duración infe-
rior a la máxima, podrá prorrogarse una o diversas veces, con la única limitación 
de que estas prórrogas no pueden tener una duración inferior al año. Asimismo, 
la finalidad formativa propia del contrato justifica que esta modalidad contrac-
tual comporta que cada investigador únicamente pueda celebrar este contrato 
por su duración máxima una sola vez, de modo que ningún investigador podrá 
ser contratado mediante esta modalidad, en la misma o distinta entidad, por un 
tiempo superior a cinco años (Luján, 2012: 205).

Finalmente, en relación con la duración del contrato de acceso al sistema de 
ciencia y tecnología, en la línea ya avanzada en su momento por la LOMLOU, 
se prevé que «las situaciones de incapacidad temporal, riesgo durante el emba-
razo, maternidad, adopción o acogimiento, riesgo durante la lactancia y paterni-
dad, suspenderán el cómputo de la duración del contrato». Como ya indicábamos 
en relación con el contrato predoctoral, la finalidad de esta medida es que las si-
tuaciones indicadas resulten inocuas para la carrera profesional del personal in-
vestigador y, muy especialmente, de las investigadoras.

52  González (2015) considera que esta medida constituye un intento de evitar la precarización 
de esta figura.
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A diferencia de lo que sucede con el contrato predoctoral, el art. 22 de la 
Ley de la Ciencia no contiene ninguna limitación en relación a la formalización 
a tiempo parcial del contrato de acceso al sistema de ciencia, tecnología e inno-
vación, de modo que el mismo podrá celebrarse a tiempo completo o a tiempo 
parcial. Esta circunstancia contrasta también con la regulación del profesor ayu-
dante doctor contenida en el art. 50 de la LOU, que acostumbra a equipararse 
con esta modalidad contractual, que por Ley ha de formalizarse necesariamente 
a tiempo completo. En todo caso, siendo el objeto del contrato eminentemente 
de carácter investigador, en el supuesto de formalizarse a tiempo parcial deberán 
reducirse proporcionalmente las colaboraciones docentes que corresponde reali-
zar al investigador.

La fijación para los trabajadores en prácticas de un salario inferior al del 
resto de los trabajadores ordinarios se ha perfilado como una nota común de 
los contratos formativos, incluido el de prácticas; por esta razón, llama especial-
mente la atención que el art. 22.1.d) de la Ley de la Ciencia al regular la retribu-
ción del investigador contratado a través de la modalidad contractual de acceso 
al sistema español de ciencia, tecnología e innovación establezca que «la retri-
bución de este contrato no podrá ser inferior a la que corresponda al personal inves-
tigador que realice actividades análogas». Este precepto restablece, por tanto, el 
principio de equivalencia retributiva entre el personal investigador contratado 
a través de esta modalidad singular de contrato en prácticas dirigida a la contra-
tación de los investigadores doctores y el personal investigador que realice idén-
ticas o análogas actividades mediante otra vía de vinculación laboral o funcio-
narial. En definitiva, no se admite un diferente módulo y, por tanto, más bajo, 
para el cálculo del salario de este personal contratado, fijado en convenio colec-
tivo, sino que se acude directamente al salario correspondiente al personal inves-
tigador que realice idénticas o análogas actividades.

La Ley de la Ciencia prevé en su art. 22.2 que

a partir de la finalización del segundo año de contrato, el personal investigador con-
tratado por universidades públicas, organismos públicos de investigación de la Ad-
ministración General del Estado u organismos públicos de otras administraciones 
públicas bajo esta modalidad podrá someter a evaluación la actividad investigadora 
desarrollada.

Se pasa de una evaluación configurada como obligatoria en el anterior con-
trato de incorporación de investigadores al sistema de ciencia y tecnología, a una 
evaluación potestativa, como se desprende de la expresión «podrá» que se con-
tiene en la nueva regulación. En otros términos, se trata de un derecho y no de 
un deber del investigador (Luján, 2012: 206).

Cuando esta evaluación de la actividad investigadora desarrollada por el per-
sonal investigador contratado sea positiva, se tendrá en cuenta a los efectos de 
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su valoración como méritos investigadores en los procesos selectivos de personal 
laboral fijo que sean convocados por las universidades públicas, por los organis-
mos públicos de investigación de la Administración General del Estado, y por 
los organismos de investigación de otras Administraciones Públicas (art. 22.3 
de la Ley de la Ciencia). Además, en el caso de que el personal investigador con-
tratado a través del contrato de acceso al sistema español de ciencia y tecnolo-
gía preste sus servicios para una universidad pública, se tendrá en cuenta la eva-
luación superada a efectos de la consideración de los méritos investigadores en 
la evaluación positiva requerida para la contratación como profesor contratado 
doctor, según el artículo 52 LOU (art. 22.4 de la Ley de la Ciencia). Por el con-
trario, cuando la evaluación resulte negativa, el personal investigador podrá so-
meter la actividad investigadora desarrollada a una segunda y última evaluación 
antes de finalizar el contrato o sus prórrogas, que de ser superada conlleva los 
mismos efectos ya expuestos para el caso en que se supere la primera evaluación 
(art. 22.5 de la Ley de la Ciencia).

La extinción del contrato de acceso al sistema español de ciencia, tecnología 
e innovación por su cumplimiento no genera derecho a indemnización alguna53.

3.3.  �La contratación laboral indefinida del personal investigador contratado

Como ya se ha indicado anteriormente, tradicionalmente la contratación 
laboral de los investigadores había sido preferentemente de carácter temporal, 
siendo excepcional el recurso a la contratación laboral indefinida de los mismos, 
cuya consolidación y estabilización laboral había venido en su caso por vía de su 
acceso a la función pública, ya fuera como profesores universitarios o investiga-
dores funcionarios. En otros términos, la principal vía de consolidación y esta-
bilización del colectivo de los investigadores en el sistema español de ciencia y 
tecnología ha consistido hasta fechas recientes en el siempre complicado y res-
tringido acceso de los mismos a la función pública en universidades y otros cen-
tros de investigación.

En este contexto tan poco proclive a la contratación laboral indefinida del 
personal investigador se produjo la aprobación de la Ley de la Ciencia que se 
muestra extremadamente parca en este punto54. En este sentido, se limita a in-
corporar en su artículo 13.2 una previsión muy genérica según la cual

el personal investigador podrá estar vinculado con la universidad pública u orga-
nismo para el que preste servicios mediante una relación sujeta al derecho adminis-
trativo o al derecho laboral, y podrá ser funcionario de carrera, funcionario interino o 

53  Vid. González, Santiago (2016: 152); Sirvent (2016: 118); y González del Rey (2016: 59).
54  Serrano, Noemí (2014: 97) indica al respecto que «sobre la (ulterior) fase de consolidación se su-

pone que se optará por contrataciones laborales indefinidas de los investigadores (o en su caso funcionaria-
les), sin embargo en la Ley se silencia este punto».
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personal laboral fijo o temporal, de acuerdo con el artículo 8 de la Ley 7/2007, de 12 
de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público.

Se reconoce, por tanto, en los términos previstos en la Ley de la Ciencia, la 
posibilidad de que las universidades públicas, al igual que otras entidades, pue-
dan acudir a la contratación de personal laboral fijo, si bien, a diferencia de lo 
que sucede en la LOU, donde se regula una modalidad singular de contrato la-
boral indefinido —el profesor contratado doctor— en la Ley de la Ciencia no se 
establece una modalidad singular de contrato (Sirvent, 2016: 137).

Como acertadamente se ha puesto de manifiesto,

dada la fijeza de la relación laboral, en buena lógica, este tipo de personal debería ser 
contratado para el desempeño de funciones habituales o de carácter permanente, si 
bien la Ley de la Ciencia no establece criterio alguno para la determinación de los 
puestos que pueden ser ocupados por este tipo de personal laboral. Tampoco el cri-
terio de las funciones que corresponden exclusivamente a los funcionarios públicos 
(art. 2.2 EBEP) sirve para delimitar las que pudiera desempeñar el personal laboral 
fijo, puesto que el desarrollo de funciones investigadoras no implica participación en 
el ejercicio de potestades públicas o en la salvaguardia de los intereses generales (Ma-
rina, 2012: 15).

A partir de la previsión genérica contenida en la Ley de la Ciencia sobre la 
contratación de personal laboral fijo investigador por parte de las universidades 
públicas, la misma norma contiene en su art. 22.3 diferentes referencias muy 
concretas relativas a este supuesto. La principal de ellas consiste en la previsión 
de que en los procesos selectivos de personal laboral fijo que sean convocados, 
entre otras entidades, por las universidades públicas, la evaluación superada en 
el contrato de acceso al sistema español de ciencia, tecnología e innovación se 
tendrá en cuenta a los efectos de su valoración como méritos investigadores en 
dichos procesos selectivos. De ello cabe deducir que la contratación laboral con 
carácter fijo puede servir para dar continuidad en el empleo y para permitir el 
desarrollo de la carrera profesional del personal investigador que previamente 
haya prestado sus servicios mediante el contrato de acceso al sistema español de 
ciencia, tecnología e innovación (Marina, 2012: 11).

Pese a todo ello, puede afirmarse que la redacción final de la Ley de la Cien-
cia no ha incorporado un verdadero grado de consolidación en el sistema espa-
ñol de ciencia, tecnología e innovación, sino que tan sólo se prevé la posibilidad 
de que los investigadores que hayan superado la evaluación en el contrato de ac-
ceso al sistema español de ciencia, tecnología e innovación puedan concurrir a 
los procesos selectivos de personal laboral fijo que sean convocados, entre otras 
entidades, por las universidades públicas y presentar en estos procesos selectivos 
la evaluación superada como un mérito investigador.
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En consecuencia, a pesar de las declaraciones genéricas que se contienen en 
el Preámbulo de la Ley de la Ciencia según las cuales esta norma «implica un 
considerable avance en la supresión de la temporalidad del personal investigador», a 
la hora de la verdad, la única medida efectivamente dirigida a permitir la estabi-
lización o consolidación del personal investigador se reduce a tomar en conside-
ración la evaluación positiva de la actividad investigadora desarrollada durante el 
contrato de acceso al sistema español de ciencia, tecnología e innovación, como 
mérito en los procesos selectivos de personal laboral fijo que sean convocados, 
entre otras entidades, por las universidades públicas55.

Las dificultades de estabilización del personal investigador se intentan pa-
liar de algún modo mediante la disposición adicional decimosexta de la Ley de 
la Ciencia que prevé en su apartado tercero que «en la oferta de empleo público, 
el Ministerio de Ciencia e Innovación por lo que se refiere a las plazas para ingreso 
como personal investigador laboral fijo, orientará su petición teniendo en cuenta 
los contratos de carácter temporal celebrados como personal investigador del Pro-
grama o Subprograma Ramón y Cajal para jóvenes investigadores». De este modo, 
se pretende establecer una cierta relación entre los beneficiarios del Programa o 
Subprograma Ramón y Cajal para jóvenes investigadores y el número de plazas 
convocadas para ingreso como personal investigador laboral fijo56.

En esta misma dirección se incardina el art. 21 de la Ley 36/2014, de 26 
de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2015 (en ade-
lante Ley 36/2014), dedicado a la oferta de empleo público u otro instrumento 
similar de gestión de la provisión de necesidades de personal, que estableció en 
su apartado 2.º, letra j), la obligación para las universidades de destinar como 
mínimo un 15% del total de plazas que ofertasen ese año, dentro del límite de 
la tasa de reposición, para la contratación como personal laboral fijo, de per-
sonal investigador doctor que hubiera finalizado el programa Ramón y Cajal 
y hubiese obtenido el certificado I3; previsión que se ha vuelto a recoger en la 
Ley 48/2015, de 29 de octubre, de Presupuestos Generales del Estado para el 
año  2016 (en adelante Ley 48/2015), posteriormente prorrogados, de lo que 
cabe deducir el carácter estable de esta previsión.

Pese a las buenas intenciones que pueden guiar estas previsiones, las mis-
mas aún resultan insuficientes para garantizar una mínima proporcionalidad 
entre el número total de contratos de acceso al sistema de ciencia, tecnología e 

55  A tal efecto, Molina (2013: 369) considera que la evaluación positiva no genera un derecho 
automático a la estabilidad, sino tan sólo se convierte en un criterio a valorar en los «procesos selectivos 
de personal laboral fijo» que convoquen los agentes de investigación del sistema.

56  En esta dirección, Cueto (2012: 294) constata que, con esta previsión, la Ley 14/2011 persi-
gue como objetivo facilitar la estabilización del personal investigador participante en estos concretos 
programas y con ello aliviar en parte la prolongada temporalidad que viene afectando en nuestro país 
a la contratación del personal investigador. Vid. también, Molina (2016: 72).
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innovación que normalmente se formalizan y el número de plazas de personal 
laboral fijo que se convocan en el sector público, lo que comporta que muchos 
investigadores doctores no puedan estabilizarse o consolidarse laboralmente su-
friendo largos e injustificados períodos de inestabilidad y precariedad laboral, 
siendo además muy difícil que en la actual coyuntura económica los mismos 
sean contratados como sería deseable de forma estable en el sector privado, lo 
que les obliga en no pocas ocasiones a emigrar al extranjero con la consecuente 
pérdida de talento o fuga de cerebros que ello comporta57. Todo ello supone 
que en la práctica la carrera investigadora no resulte todo lo atractiva que ca-
bria desear.

Las restantes referencias que se contienen en el art. 22.3 de la Ley de la 
Ciencia dirigidas al personal laboral fijo se encuentran fundamentalmente diri-
gidas a fijar un perfil propio del personal laboral fijo frente al personal investi-
gador funcionario. A tal efecto, en primer lugar, se prevé, como no podía ser de 
otro modo, que la labor de investigación que pueda llevar a cabo el personal in-
vestigador laboral fijo estará en todo caso sometida a la normativa vigente. En 
segundo lugar, se establece que

las retribuciones que correspondan a este tipo de personal laboral fijo serán fijadas, en 
su caso, dentro de los límites establecidos por las leyes de presupuestos, por el órgano 
competente en materia de retribuciones sin que, en ningún supuesto, le sea de aplica-
ción el modelo retributivo establecido para el personal investigador funcionario.

Con esta previsión parece que se quiere lanzar el mensaje de que en el su-
puesto de que se desarrolle una carrera investigadora laboral paralela a la fun-
cionarial ambas no tienen porque tener un mismo régimen jurídico, lo que en 
la práctica puede llegar a suponer que la carrera investigadora laboral disfrute de 
peores condiciones y garantías que la funcionarial, especialmente en materia re-
tributiva.

En todo caso, en el supuesto que sea una universidad pública la que pro-
ceda a incorporar a personal laboral fijo de conformidad con lo previsto en 
el art.  20.3 de la Ley de la Ciencia, se prevé que dicho personal investiga-
dor tendrá la consideración de personal docente e investigador a los efectos 
del desarrollo de la función investigadora. A partir de esta previsión, se ha 
considerado que si con carácter general la Ley de la Ciencia considera perso-
nal investigador al personal docente e investigador definido en la LOU, en-
tre cuyas funciones se encuentre la de llevar a cabo actividades investigadores 
(art. 13.1), a la inversa, también, «a efectos del desarrollo de la función investiga-
dora, asimila al personal investigador laboral fijo al personal docente e investiga-
dor» (Marina, 2012: 16).

57  Muy crítico al respecto se muestra Molina (2013: 370-371).
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En definitiva, como acertadamente se ha indicado

el legislador no ha querido introducir una especial modalidad contractual de investi-
gador laboral fijo sino, tan sólo, algunas pautas o simplemente meros recordatorios. 
Un mejor tratamiento de la técnica legislativa hubiera recomendado hacer una rú-
brica específica, quizá en un precepto individualizado, para las especialidades que la 
Ley de la Ciencia quería destacar en relación con los investigadores laborales fijos, en 
vez de ubicarlas —cual reglas extraviadas, diluidas o perdidas— dentro del art. 22 de 
la Ley de la Ciencia, que, recordemos, contiene el régimen jurídico del contrato tem-
poral de acceso al sistema de ciencia, tecnología e innovación. Estas menciones de 
rondón al personal investigador laboral fijo se presentan como un elemento extraño 
en la regulación legal de un contrato temporal (Serrano, 2014: 119)58.

3.4.  El contrato de investigador distinguido

Situada en principio al margen de la carrera investigadora, aunque en la 
práctica ello no sea siempre así, se encuentra la última de las modalidades de 
contrato de trabajo específicas del personal investigador, es decir, el contrato de 
investigador distinguido, al cual se prevé que también puedan acudir, entre otras 
entidades, las universidades públicas, sin bien en este caso, únicamente cuando 
las mismas son perceptoras de fondos cuyo destino incluya la contratación del 
personal investigador o para el desarrollo de sus programas propios de I+D+i 
(art. 20.2 de la Ley de la Ciencia).

La Ley de la Ciencia ha optado por diseñar una modalidad específica de 
contrato de trabajo para satisfacer la finalidad de captación y de retención de ta-
lento por parte del sistema español de ciencia, tecnología e innovación. En este 
punto, uno de los elementos que se ha considerado que ha limitado las posibi-
lidades del sistema español de ciencia, tecnología e innovación para captar y re-
tener el talento ha sido la rigidez de las vías de contratación de investigadores 
existentes hasta el momento. La Ley de la Ciencia, por el contrario diseña una 
modalidad contractual específica extremadamente flexible dirigida a satisfacer 
esta finalidad de la captación y retención del talento en el ámbito de la investi-
gación. Como puede apreciarse, esta finalidad asemeja notablemente al investi-
gador distinguido al profesor visitante previsto en la LOU, si bien, con una con-
notación más netamente investigadora (González del Rey, 2016: 59).

Como puede observarse, la opción adoptada finalmente por la Ley de la 
Ciencia consistente en el diseño de una modalidad de contrato de trabajo espe-
cífica del personal investigador se aparta de la opción a la que acudían los pri-
meros borradores de esta norma para la captación y retención del talento en el 

58  En la misma dirección, Luján (2012: 207) considera que se trata un una solución técnica-
mente extravagante y criticable, no en vano, se está regulando una modalidad de contratación indefi-
nida dentro de la regulación del contrato de acceso.
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ámbito de la investigación, en particular, al recurso al contrato de alta dirección, 
previsto en el art. 2 ET y regulado en el Real Decreto 1382/1985, de 26 de ju-
nio, por el que se regula la relación laboral de carácter especial del personal de 
alta dirección.

En cualquier caso, aunque la versión definitiva de la Ley de la Ciencia ha 
desechado el recurso al contrato de alta dirección como vía de vinculación de los 
investigadores distinguidos que se pretendan incorporar al sistema español de 
ciencia, tecnología e innovación, diseñando al efecto una modalidad de contrato 
de trabajo específica, el régimen jurídico previsto por la propia Ley de la Cien-
cia para la misma se inspira claramente en el régimen jurídico fijado para el con-
trato de alta dirección. En otros términos, el objeto y el fundamento que ambas 
modalidades contractuales comparten, aunque sólo sea parcialmente, imbuyen 
íntegramente el régimen jurídico de las mismas, llevándolas a compartir, por 
tanto, numerosos elementos comunes.

El objeto del contrato de investigador distinguido se define en el art. 23.a) 
de la Ley de la Ciencia que lo fija en «la realización de actividades de investiga-
ción o la dirección de equipos humanos, centros de investigación, instalaciones y pro-
gramas científicos y tecnológicos singulares de gran relevancia en el ámbito de co-
nocimiento de que se trate, en el marco de las funciones y objetivos del empleador». 
Como se desprende de este enunciado, se trata de funciones de investigación de 
gran relevancia, que pueden abarcar actividades de investigación, pero funda-
mentalmente de dirección, ya se trate de equipos humanos, de centros de inves-
tigación o de instalaciones y programas científicos y tecnológicos singulares. En 
cualquier caso, estas funciones investigadoras de gran relevancia deben desarro-
llarse en el marco de las funciones y objetivos del empleador. En consecuencia, a 
pesar de la relevancia y la autonomía con la que el investigador distinguido debe 
desarrollar su actividad, el mismo lo deberá hacer en el marco de las funciones y 
objetivos del empleador, con carácter general, la universidad o centro de investi-
gación que ha procedido a su contratación59.

La relevancia de las funciones investigadoras a desarrollar por los investiga-
dores contratados a través de esta modalidad contractual determina los requisi-
tos subjetivos que deben satisfacerse por el investigador para poder ser contratado 
mediante esta modalidad contractual, en particular, que se trate de investigadores 
de reconocido prestigio en el ámbito científico y técnico. Pese a la importancia 
de esta exigencia del «reconocido prestigio», que viene a dar nombre a la propia 
modalidad contractual, la Ley de la Ciencia no prevé el sistema de acreditación 
de dicha circunstancia, quedando, por tanto, en manos de la libre apreciación del 

59  Como indica González (2016: 153) ello comporta que atribuya al empresario la delimitación 
de las actividades que deben ser calificadas como investigaciones relevantes sin posibilidad de control 
externo alguno. Vid. también, Sirvent (2016: 93).
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empleador la determinación de la concurrencia o no de la misma. Sería conve-
niente, sin embargo, que se fijaran con claridad tanto los criterios exigidos para el 
reconocimiento de la condición de investigador distinguido como los sujetos en-
cargados de llevar a cabo esta acreditación, puesto que de otro modo podría llegar 
a desvirtuarse y devaluarse la verdadera naturaleza de esta modalidad contractual. 
Por lo demás, el art. 23 de la Ley de la Ciencia se limita a prever en relación con 
los requisitos subjetivos exigidos para acudir a esta modalidad contractual que 
podrá tratarse de investigadores españoles o extranjeros y que los mismos deberán 
encontrarse en posesión del título de doctor o equivalente.

Esta modalidad contractual parece apoyarse en la necesaria relación de con-
fianza mutua y recíproca que debe establecerse entre el investigador distinguido 
y la universidad u otro centro de investigación que procede a su contratación, 
que queda de manifiesto en las relevantes funciones que a este investigador de 
reconocido prestigio se le encomiendan y que realiza con un elevado grado de 
autonomía y responsabilidad, y de la que deriva una relativa posición de equili-
brio e igualdad entre las partes contratantes. Esta relativa posición de equilibrio 
e igualdad entre las partes justifica que la Ley de la Ciencia otorgue un inusitado 
margen de actuación al pacto entre las partes a la hora de fijar el régimen jurí-
dico de esta modalidad contractual, aplicándose únicamente de forma supleto-
ria a la autonomía de la voluntad de las partes lo dispuesto en el Estatuto de los 
Trabajadores y en sus normas de desarrollo60. De conformidad con esta premisa 
se dejan a la autonomía de la voluntad la concreción de aspectos tan esenciales 
para el desarrollo de la relación laboral como son la duración del contrato y la 
determinación de la jornada laboral.

En primer lugar, por lo que respecta a la determinación de la duración del 
contrato de trabajo, el apartado b) del art. 23 de la Ley de la Ciencia se remite 
a lo que acuerden las partes en el contrato de trabajo. En consecuencia, a priori 
las partes tendrán plena libertad para optar por la duración indefinida o tem-
poral del contrato, apartándose de este modo de la legislación laboral común 
que parte de la consideración de que la contratación temporal es siempre cau-
sal (art. 15 ET). En este punto, la finalidad de la incorporación del investigador 
distinguido al sistema español de ciencia, tecnología e innovación deberá deter-
minar la duración del contrato, si se trata de investigadores que van a efectuar 
colaboraciones puntuales se fijará una duración temporal más bien breve y si se 
trata de investigadores llamados a formar equipos y centros de investigación, la 
duración del contrato será probablemente más prolongada en el tiempo e in-
cluso de carácter indefinido.

60  Luján (2012: 206) pone de manifiesto al respecto que las especialidades de sujetos y objeto se 
proyectan sobre el cuadro de fuentes de las obligaciones que conforman el contenido del contrato de 
manera que en su determinación la autonomía de las partes tiene un peso mucho más decisivo que 
en los contratos de trabajo de régimen común.
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En segundo lugar, respecto a la determinación de la jornada de trabajo, la 
misma también queda en manos de la autonomía de la voluntad de las partes, 
estableciéndose al respecto en el apartado c) del art. 23 de la Ley de la Ciencia 
que «la duración de la jornada laboral, los horarios, fiestas, permisos y vacaciones se-
rán los fijados en las cláusulas del contrato». Aunque con toda probabilidad este 
criterio de fijación de la jornada laboral, horarios, fiestas, permisos y vacaciones 
encuentra su fundamento en las propias características de la actividad a reali-
zar por el investigador contratado, que sin lugar a dudas requiere de una amplia 
flexibilidad en la organización y distribución del tiempo de trabajo que permi-
tan adaptar el horario y la jornada de trabajo a las necesidades presentes en cada 
momento, la autonomía de la voluntad de las partes no puede llegar a compor-
tar una desprotección del investigador contratado en un ámbito tan sensible 
como es el del tiempo de trabajo, debiéndosele extender, por tanto, las garantías 
legales dirigidas a proteger su derecho al descanso reconocido constitucional-
mente61.

La relevancia de las tareas a desarrollar por el investigador contratado tam-
bién determinan el régimen de incompatibilidades de estos investigadores, a tal 
efecto, el art. 23.d) de la Ley de la Ciencia establece que «el personal investigador 
contratado no podrá celebrar contratos de trabajo con otras entidades», lo que con-
trasta con la regulación laboral común, en virtud de la cual el trabajador puede 
prestar sus servicios para distintos empresarios siempre que no exista pacto de 
plena dedicación o constituya un supuesto de práctica desleal. La prohibición 
del pluriempleo, sin embargo, no es absoluta, en tanto que puede quedar sin 
efecto previa autorización expresa del empleador o pacto escrito en contrario, 
siempre claro está, que al tratarse normalmente de empleadores públicos se res-
pete la normativa sobre incompatibilidades del personal.

De la relevancia de las funciones que desarrolla el investigador contratado, 
así como de la autonomía y responsabilidad con las que las mismas se ejercen, 
deriva la necesidad del empleador de controlar de algún modo el correcto de-
sarrollo de la actividad desarrollada por el investigador distinguido contratado. 
Para satisfacer esta necesidad, el art. 23.d) de la Ley de la Ciencia prevé que «el 
contrato estará sometido al sistema de seguimiento objetivo que el empleador esta-
blezca». Esta previsión enlaza con la contenida en el art. 20.3 ET según la cual 
«el empresario podrá adoptar las medidas que estime más oportunas de vigilancia y 
control para verificar el cumplimiento por el trabajador de sus obligaciones y deberes 
laborales»62. En cualquier caso, a pesar de que el sistema de seguimiento lo fija el 
empresario, el mismo deberá satisfacer la exigencia de objetividad que establece 
la ley.

61  De la misma opinión, Serrano (2014: 114).
62  Sirvent (2016: 118) llama la atención en este punto sobre el fortalecimiento de la nota de de-

pendencia que ello supone.
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La principal peculiaridad del contrato de investigador distinguido previsto 
en la Ley de la Ciencia, sin embargo, la constituye su particular régimen de ex-
tinción contractual. En este sentido, el art. 23.f) de la Ley de la Ciencia prevé 
la posibilidad de que esta modalidad contractual pueda extinguirse «por desis-
timiento del empleador». Esta previsión supone una excepción respecto con la 
norma habitual en el ámbito laboral según la cual, salvo que exista causa que lo 
justifique, no se admite la libre resolución del contrato por parte del empresario. 
La justificación discutible de esta previsión puede encontrarse en el vínculo de 
imprescindible confianza que debe existir entre el investigador contratado y la 
universidad u otro centro de investigación que lo emplean63. Asimismo, aunque 
no se prevé de forma expresa la dimisión del investigador distinguido contra-
tado, dicha posibilidad se recoge con carácter general en el art. 49.1.d) ET, con 
la única exigencia de que medie el preaviso que señalen los convenios colectivos 
o la costumbre del lugar.

En definitiva, de conformidad con el art. 23.f) de la Ley de la Ciencia el em-
pleador del investigador distinguido podrá desistir del contrato sin necesidad de 
invocar causa alguna que justifique tal decisión, sin perjuicio claro está de que 
la tenga. En cualquier caso, esta vía de extinción de la relación contractual, no 
afecta a las «posibilidades de rescisión del contrato por parte del empleador por cau-
sas procedentes». En otros términos, el empleador del investigador distinguido 
contratado podrá acudir a las restantes causas de extinción del contrato previstas 
en el Estatuto de los Trabajadores.

El único requisito exigido en el citado art. 23 f) para los supuestos de desis-
timiento del contrato por parte del empleador consiste en que esta decisión sea 
comunicada por escrito con un preaviso de tres meses, con el que se pretende 
suavizar los efectos negativos que puede suponer la extinción de la relación labo-
ral para el investigador distinguido contratado, permitiéndole ir preparando su 
futuro laboral hasta el momento de efectividad de la extinción del vínculo con-
tractual. En cualquier caso, el propio precepto prevé que en el supuesto de in-
cumplimiento total o parcial del preaviso, el personal investigador contratado 
únicamente tendrá derecho a una indemnización equivalente a los salarios co-
rrespondientes a la duración del período incumplido.

La extinción del contrato de investigador distinguido por desistimiento del 
empleador genera el derecho del investigador afectado al percibo de «la indem-
nización prevista para el despido improcedente en el Texto Refundido de la Ley del 
Estatuto de los Trabajadores», es decir, a una indemnización de treinta y tres días 
de salario por año de antigüedad con un máximo de veinticuatro mensualidades. 
En el cómputo de esta indemnización no deben tenerse en cuenta las cantidades 
que el investigador haya podido percibir por incumplimiento total o parcial del 

63  Crítica al respecto se muestra Serrano (2014: 155 y ss.).



122	 Josep Moreno Gené

Lan Harremanak/36 (2017-I) (75-137)

preaviso, no en vano, nos encontramos ante dos indemnizaciones que respon-
den a causas diferentes e independientes entre sí y, por tanto, acumulables.

4. �L as modalidades de contratación previstas en el Estatuto 
de los Trabajadores a las que se remiten de forma expresa la LOU 
y la Ley de la Ciencia

El art. 48 LOU realiza dos referencias expresas a la posibilidad de contra-
tar personal docente e investigador a través de las modalidades de contratación 
previstas en el Estatuto de los Trabajadores. En primer lugar, aunque no se es-
pecifica la concreta modalidad contractual a la que se hace referencia, dicho pre-
cepto se remite al contrato de interinidad regulado en el art. 15.1.c) del ET y 
normativa concordante, al preverse la posibilidad de utilizar las modalidades 
previstas en el Estatuto de los Trabajadores para la sustitución de trabajadores 
con derecho a reserva del puesto de trabajo. En segundo lugar, ahora sí con cita 
expresa del contrato por obra o servicio determinado regulado en el art. 15.1.a) 
ET y normativa concordante, se admite la posibilidad de contratar personal in-
vestigador, técnico u otro personal, a través del contrato por obra o servicio de-
terminado, para el desarrollo de proyectos de investigación científica o técnica.

La Ley de la Ciencia, por su parte, también contempla diferentes previsio-
nes relativas a la posibilidad de acudir a las modalidades de contratación pre-
vistas en el Estatuto de los Trabajadores para contratar a personal investigador. 
A tal efecto, como ya se ha indicado, el art. 20.2 de la Ley de la Ciencia prevé 
de un modo muy genérico que, entre otras entidades, «las universidades públicas 
podrán contratar personal investigador a través de las modalidades de contrato de 
trabajo establecidas por el Texto Refundido del Estatuto de los Trabajadores», pre-
visión que se complementa con la recogida en el art. 48.3 bis de la LOU que 
prevé que las universidades públicas «podrán contratar personal investigador con-
forme a lo previsto en la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y 
la Innovación».

Entre las diferentes modalidades contractuales previstas en el Estatuto de 
los Trabajadores a las que se remiten de uno u otro modo la LOU y la Ley de la 
Ciencia64, destacan con luz propia la contratación de personal investigador para 
la realización de proyectos específicos de investigación científica y técnica me-
diante el contrato para obra o servicio determinado previsto en el art. 15 ET y 
el recurso al contrato de interinidad. En los próximos apartados se analizarán las 
principales peculiaridades que plantean estas modalidades contractuales cuando 
se emplean en el ámbito de las universidades públicas.

64  Sobre estas distintas posibilidades vid. Ballester (2016: 145-147).
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4.1.  El contrato para obra o servicio determinado

El recurso al contrato para obra o servicio determinado por parte de las uni-
versidades públicas está previsto en la LOU y en la Ley de la Ciencia para la 
realización de tareas de investigación, de modo que muy difícilmente se podrá 
acudir a esta modalidad contractual para el desarrollo exclusivo o prevalente de 
tareas docentes en las que la autonomía y sustantividad de la obra es muy difícil 
de justificar, sin perjuicio de que de forma accesoria pueda realizarse alguna co-
laboración docente, especialmente, si la misma se encuentra vinculada a las ta-
reas de investigación desarrolladas. A tal efecto, se afirma que el contrato para 
obra o servicio determinado es un contrato de investigación, no de profesorado 
(González, 2016: 156)65.

La primera cuestión que plantea la contratación de personal investigador 
para la realización de tareas de investigación vinculadas a convenios, contratos o 
proyectos de investigación mediante el contrato para obra o servicio determina-
dos es la propia legitimidad del recurso en estos supuestos a esta modalidad con-
tractual66. En esta dirección, pese a los diferentes posicionamientos existentes en 
este punto, la doctrina del Tribunal Supremo parece inclinarse a favor de la ad-
misión del recurso a esta modalidad contractual para el desarrollo o ejecución de 
un proyecto de investigación. En este sentido, se encuentra la importante STS 
de 6 de marzo de 2009, que al enjuiciar los contratos para obra o servicio deter-
minado efectuados por el Consejo Superior de Investigaciones Científicas con 
un mismo investigador para la realización de diferentes proyectos de investiga-
ción concluye que

el actor realizó las tareas propias de cada proyecto de investigación para el que fue 
contratado y la naturaleza de cada proyecto permite individualizarlos, entre ellos y 
en relación con lo que puede constituir la actividad permanente y habitual del or-
ganismo demandado, cuyo funcionamiento habitual no depende de que se realicen 
éstos u otros proyectos distintos (…) Consecuentemente, el que los proyectos de in-
vestigación del organismo demandado estén dentro de lo que se puede considerar su 
actividad normal y cotidiana no empece a la posibilidad de contratar el personal ne-
cesario para servirlos a través de la modalidad temporal de para obra o servicio deter-
minado, siempre que tales proyectos, tanto por su contenido como por su limitación 
en el tiempo, con un principio y un fin, aunque no se sepa exactamente el momento 
de su terminación, sean individualizables entre sí dentro de esa actividad habitual 
(González, 2016: 156)67.

65  Vid. también, Ballester (2016: 177-178). 
66  Sobre esta cuestión vid. Ballester (2016:169 y ss.), González (2006) y Moreno (2004).
67  A tal efecto, admiten el recurso al contrato para obra o servicio determinado en estos supues-

tos las SSTSJ de Galicia de 26 de septiembre de 2011 (AS\2011\2512), de 29 de noviembre de 2012 
(AS\2013\166), de 21 de febrero de 2013 (AS\2013\1649), de 12 de abril de 2013 (AS\2013\1592), 
de 21 de septiembre de 2013 (AS\2014\134) o de 6 de febrero de 2015 (AS\2015\825). Vid. tam-
bién la STSJ del País Vasco de 18 de octubre de 2016 (AS\2016\1700).
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Ello no impide que en ocasiones los tribunales consideren que dichos con-
tratos se han formalizado en fraude de ley y, por tanto, se transforman en inde-
finidos, cuando el objeto del contrato se trata de una actividad sin autonomía 
y sustantividad propias, tratándose de trabajos normales y permanentes de rea-
lización de proyectos de investigación no individualizables y siendo genérica la 
identificación de los sucesivos contratos68, o bien, cuando el investigador es ocu-
pado en actividades distintas de aquellos proyectos de investigación para los que 
fue formalmente contratado69.

Una vez admitida con carácter general la posibilidad de acudir al contrato 
para obra o servicio determinados para la realización de determinadas tareas de 
investigación, llama especialmente la atención que ni la LOU ni la Ley de la 
Ciencia incluyen entre las modalidades de contrato de trabajo específicas del 
personal docente e investigador o del personal investigador, que prevén y regu-
lan, ninguna modalidad contractual diseñada específicamente para esta finali-
dad. Ello se debe, sin lugar a dudas, al hecho de que la reforma del contrato para 
obra o servicio determinados introducida por la Ley 35/2010, de 17 de septiem-
bre, de medidas urgentes para la reforma del mercado de trabajo (en adelante, 
Ley 35/2010), ya incorpora en la propia regulación de este contrato importantes 
particularidades pensadas para el supuesto en que se contrate a través de esta mo-
dalidad contractual a personal investigador para la realización de tareas investiga-
doras. En otros términos, no ha sido necesario diseñar una modalidad específica 
de contrato para obra o servicio determinados para la realización de un proyecto 
específico de investigación, porque la modalidad ordinaria o común del contrato 
para obra o servicio determinados prevista en el art. 15 ET ya ha incorporado las 
particularidades que se considera que plantea la contratación de investigadores en 
estos supuestos y que habían venido siendo demandadas por los principales em-
pleadores de estos investigadores, incluidas las universidades públicas70.

En consecuencia, el hecho de que no se haya previsto una modalidad con-
tractual específica para la contratación para obra o servicio determinados de los 
investigadores no supone que a los mismos les sea aplicable sin más el régimen 
jurídico previsto con carácter general para el contrato para obra o servicio deter-
minados previsto en el art. 15 ET, sino que, por el contrario, como ya se ha in-
dicado, los empleadores que se dedican a la investigación disponen de un régi-
men muy privilegiado a la hora de contratar a los investigadores a través de esta 
modalidad contractual, especialmente en lo relativo a la duración máxima del 
contrato y a los límites de encadenamiento de contratos.

68  Vid. SSTSJ de Galicia 12 de junio de 2015 (AS\2015\1180), de 8 de mayo de 2015 
(AS\2015\1329) y de 30 de septiembre de 2014 (AS\2014\3114). Vid. también, STSJ de Cataluña 
de 4 de octubre de 2013 (AS\2013\3058).

69  Vid. STSJ de Galicia de 28 de septiembre de 2016 (AS\2016\1423).
70  Sobre las modificaciones introducidas por la Ley 35/2010, vid. Moreno (2011). 
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En este punto, en primer lugar, cabe recordar que la Ley 35/2010 introdujo 
un nuevo redactado del art. 15.1.a) ET según el cual los contratos para obra o 
servicio determinados «no podrán tener una duración superior a tres años amplia-
ble hasta doce meses más por convenio colectivo de ámbito sectorial estatal o, en su 
defecto, por convenio colectivo sectorial de ámbito inferior. Transcurridos estos pla-
zos, los trabajadores adquirirán la condición de trabajadores fijos de la empresa». 
Ahora bien, la propia norma incorporó una importante excepción por lo que 
respecta a la duración del contrato para obra o servicio determinados formali-
zado por las universidades y otros centros de investigación públicos, al establecer 
una nueva redacción para la disposición adicional decimoquinta del Estatuto de 
los Trabajadores, según la cual,

no obstante lo dispuesto en el apartado anterior, lo dispuesto en el art. 15.1.a) en 
materia de duración máxima del contrato para obra o servicio determinados no será 
de aplicación a los contratos celebrados por las Administraciones públicas y sus orga-
nismos públicos vinculados o dependientes, ni a las modalidades particulares de con-
trato de trabajo contempladas en la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de 
Universidades o en cualesquiera otras normas con rango de ley cuando estén vincu-
ladas a un proyecto específico de investigación o de inversión de duración superior a 
tres años.

A partir de estas premisas pueden distinguirse dos grandes ámbitos en los que 
no sólo va a resultar de aplicación, sino que va a tener una gran incidencia esta 
excepción a la duración máxima del contrato para obra o servicio determinados: 
por una parte, todos aquellos contratos celebrados por Administraciones públicas 
y sus organismos públicos vinculados o dependientes, incluidas las universidades 
y otros centros de investigación públicos, que se encuentren vinculados a la rea-
lización de un proyecto de investigación que tenga una duración superior a tres 
años; y, por otra parte, aquellos contratos suscritos por las Administraciones pú-
blicas y su organismos públicos vinculados o dependientes vinculados a proyec-
tos de inversión que excedan también de tres años. Por lo que ahora nos interesa, 
dentro del primer supuesto se incluirían fundamentalmente todos aquellos con-
tratos para obra o servicio determinados formalizados por las universidades públi-
cas que tengan por finalidad la ejecución de un proyecto de investigación71.

En todo caso, ante las dificultades interpretativas que podía comportar esta 
previsión, la disposición adicional vigesimotercera de la Ley de la Ciencia bajo la 
rúbrica de «normas comunes a los contratos para la realización de proyectos específi-
cos de investigación científica y técnica», prevé de forma expresa que

de acuerdo con lo señalado en el apartado 2 de la disposición adicional decimoquinta 
del Estatuto de los Trabajadores, no se aplicará lo dispuesto en el artículo 15.1.a) del 

71  Vid. Luján (2012: 191-192) y Ballester (2016: 189-190).
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mismo en materia de duración máxima del contrato para obra o servicio a los contra-
tos para la realización de proyectos específicos de investigación científica y técnica a 
que se refieren los artículos 20.2, 26.7 y 30 y el apartado 2 de la disposición adicio-
nal decimocuarta de esta ley.

En definitiva, en la disposición adicional vigesimotercera de la Ley de la 
Ciencia se establece de forma expresa que los contratos para obra o servicio de-
terminados formalizados en el marco de esta norma para la realización de pro-
yectos de investigación no estarán sujetos a la duración máxima de tres años am-
pliable hasta doce meses más por convenio colectivo sectorial, como sucede con 
el resto de contratos para obra o servicio determinados que se formalicen y, en 
consecuencia, si el proyecto de investigación al cual se encuentran vinculados es-
tos contratos tiene una duración superior a tres años, el contrato para obra o ser-
vicio determinados mantendrá su vigencia, sin que los trabajadores vinculados al 
mismo adquieran la condición de trabajadores fijos de la empresa.

En segundo lugar, también resulta especialmente significativa la particu-
laridad prevista por la Ley 35/2010 en materia de límites al encadenamiento 
de contratos que se prevé en el art. 15.5 ET. En esta dirección, la disposición 
adicional decimoquinta del Estatuto de los Trabajadores incorpora una previ-
sión según la cual «lo dispuesto en dicho art. 15.5 no será de aplicación respecto a 
las modalidades particulares de contrato de trabajo contempladas en la Ley Orgá-
nica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades o en cualquiera otras normas 
con rango de ley».

Como puede observarse, esta excepción o, en cualquier caso, matización que 
incorpora la disposición adicional decimoquinta del Estatuto de los Trabajado-
res a las reglas sobre encadenamiento de contratos contenidas en el art. 15.5 ET 
se refiere a la previsión de que lo establecido en este precepto no será de aplica-
ción respecto a las modalidades particulares de contrato de trabajo contempla-
das en la LOU o en cualquiera otras normas con rango de ley. Esta previsión 
resulta muy importante en relación con la utilización del contrato para obra o 
servicio determinados en el ámbito de la investigación, no en vano, no es un su-
puesto infrecuente que se contrate de forma reiterada a unos mismos investiga-
dores, bajo la fórmula del contrato para obra o servicio determinados, en sucesi-
vos proyectos de investigación en los plazos previstos en el art. 15.5 ET, es decir, 
veinticuatro meses en un marco de referencia de treinta meses, lo que puede im-
plicar la conversión de sus contratos en indefinidos72.

Pues bien, tras la nueva redacción introducida por la Ley 35/2010 se plan-
teó la cuestión del alcance de la previsión contenida en la disposición adicional 

72  Sobre las dificultades aplicativas de esta previsión vid. STSJ de Andalucía (Granada) de 7 de 
octubre de 2016 (AS\2016\213).
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decimoquinta del ET y, en particular, si la misma también resultaba de apli-
cación al contrato por obra o servicio determinados para la realización de un 
proyecto específico de investigación. En este punto, se podían plantear ciertas 
dudas de que la disposición adicional decimoquinta del Estatuto de los Traba-
jadores también excluyera de la regla contenida en el art. 15.5 ET a los contra-
tos de trabajo para obra o servicio determinados para el desarrollo de proyectos 
de investigación científica o técnica, puesto que podía resultar problemático que 
esta contratación fuera considerara como una de las modalidades particulares de 
contrato de trabajo a las que se refiere la disposición adicional decimoquinta del 
Estatuto de los Trabajadores73.

Para salir al paso de estas dudas y clarificar esta cuestión, la disposición 
adicional vigesimotercera de la Ley de la Ciencia, bajo la rúbrica de «normas 
comunes a los contratos para la realización de proyectos específicos de investiga-
ción científica y técnica», establece que no será de aplicación a estos contratos 
«lo dispuesto en el art. 15.5 del Estatuto de los Trabajadores, de acuerdo con lo 
previsto en el apartado 3 de la disposición adicional decimoquinta del Estatuto 
de los Trabajadores». En consecuencia, esta disposición adicional de la Ley de 
la Ciencia incorpora una aclaración sobre el alcance de la disposición adicio-
nal decimoquinta del Estatuto de los Trabajadores, afirmando que la misma 
será de aplicación a los contratos por obra o servicio determinados formaliza-
dos para la realización de proyectos de investigación científica y técnica y, en 
consecuencia, no resultarán de aplicación a estos contratos los límites sobre 
encadenamiento de contratos previstos en el art. 15.5 ET (Ballester, 2016: 
199 y ss.).

Tal vez, este régimen excepcional del contrato para obra o servicio determi-
nados cuando el mismo se vincula a proyectos de investigación se debe

a las complejas y a veces contradictorias circunstancias que concurren en el ámbito 
de la investigación científica, en el que, por una parte, los contratos de trabajo se sue-
len vincular a proyectos determinados y financiados por terceros durante un tiempo, 
aunque con frecuencia son renovados y prorrogados, y por otra, resulta necesaria 
cierta estabilidad en los equipos o grupos, de lenta y larga formación y alta cualifica-
ción, sin que, no obstante, la incierta continuidad de los proyectos y la financiación, 
y el carácter finalista y temporizado de esta, permitan fácilmente una contratación 
indefinida o la asunción de los costes indemnizatorios del despido (González del Rey, 
2016: 65).

Este régimen excepcional, sin embargo, puede suponer importantes proble-
mas de adecuación con la Directiva 1999/70/CE, de 28 de junio, del Consejo 
que aprueba el Acuerdo Marco sobre el trabajo de duración determinada. A tal 

73  Sobre estas dudas vid. Luján (2012: 194-195).
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efecto, ni la disposición adicional decimoquinta del Estatuto de los Trabajado-
res ni la disposición adicional decimotercera de la Ley de la Ciencia parecen res-
petar a priori lo prescrito por esta directiva, puesto que se trata de disposiciones 
que sólo excepcionan la regla general aplicable, sin incorporar ningún meca-
nismo (real) sustitutivo del control del abuso de la contratación temporal en 
los espacios públicos para los investigadores y/o personal docente e investigador 
universitarios74.

Una última cuestión conflictiva que se está planteando actualmente en 
relación con los contratos para obra o servicio determinados para la realiza-
ción de un proyecto de investigación es la cuestión de cómo puede afectar la 
STJUE de 14 de septiembre de 2016 (asunto de Diego Porras) sobre la in-
demnización que corresponde percibir a los investigadores contratados me-
diante esta modalidad contractual a la finalización del contrato, es decir, si los 
12 días por año de servicios previstos en la normativa, o bien, la de 20 días 
por año de servicios prevista para los supuestos en que un trabajador indefi-
nido ve extinguido su contrato por causas objetivas. A tal efecto, la STSJ del 
País Vasco de 18 de octubre de 2016 ya ha considerado en estos supuestos que 
«no existe una justificación objetiva y razonable para que la actora no perciba la 
misma indemnización que la establecida para una trabajadora fija que fuera des-
pedida por causas objetivas-productivas, ya que la situación extintiva es la misma» 
(AS\2016\1700).

4.2.  �El contrato de interinidad para la sustitución de trabajadores con derecho 
a reserva del puesto de trabajo

Entre las modalidades contractuales respecto a las que existían mayores du-
das respecto a su admisibilidad o no tras la aprobación de la LOU, destacaba de 
forma especial el posible recurso por parte de las universidades públicas al con-
trato temporal de interinidad, regulado en el art. 15.1.c) ET y en el Real De-
creto 2720/1998, de 18 de diciembre, por el que se desarrolla el art. 15 del Es-
tatuto de los Trabajadores en materia de contratos de duración determinada (en 
adelante, Real Decreto 2720/1998) ya fuera para sustituir a trabajadores con de-
recho a reserva de puesto de trabajo, normalmente, sustitución de un profesor 
ausente o de baja por circunstancias tales como enfermedad, maternidad o pa-
ternidad, excedencia, etcétera, o bien, para cubrir temporalmente un puesto de 
trabajo durante el proceso de selección o promoción para la cobertura definitiva 
del mismo, ya fuera o no un puesto de nueva creación.

El debate entorno a la admisibilidad o no de esta modalidad contractual 
quedó resuelto tras la LOMLOU, que admite de forma expresa que las univer-
sidades puedan contratar personal docente e investigador en régimen laboral 

74  Sobre esta cuestión vid. Ballester (2016: 247 y ss.).
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«mediante las modalidades previstas en el Estatuto de los Trabajadores para la susti-
tución de trabajadores con derecho a reserva de puesto de trabajo». Pese a la desafor-
tunada redacción de este precepto, ahora no cabe duda de que se admite la con-
tratación de personal docente e investigador mediante el contrato de interinidad 
previsto en el art. 15 c) ET. Sin embargo y como consecuencia del confuso 
enunciado que contiene el art. 48 ET, que se refiere exclusivamente a la contra-
tación de personal para la sustitución de trabajadores con derecho a reserva de 
puesto de trabajo, aún puede plantearse la duda de si se admite también la cele-
bración del contrato de interinidad para satisfacer la segunda de las necesidades 
que se pretenden cubrir con el contrato de interinidad, a saber, cubrir temporal-
mente un puesto de trabajo durante el proceso de selección o promoción para 
su cobertura definitiva, si bien, la normativa autonómica y los convenios colec-
tivos se han inclinado mayoritariamente por admitir ambas posibilidades, al pre-
ver que el profesor sustituto de docencia pueda ser contratado tanto con el ob-
jeto de sustituir la actividad de un profesor con derecho a reserva del puesto de 
trabajo, como para cubrir la actividad correspondiente a una plaza pendiente de 
concurso hasta la realización del mismo.

Pese a la utilidad que a priori supone la admisión expresa de esta moda-
lidad contractual en el ámbito de las universidades públicas, la misma sigue 
planteando hoy en día algunas disfunciones en el ámbito académico universi-
tario. A tal efecto, a pesar de que con carácter general el profesor universitario 
realiza durante su jornada de trabajo funciones de docencia, de investigación 
y, en su caso, de gestión, el mismo únicamente puede ser sustituido por otro 
profesor interino o sustituto en sus labores docentes, puesto que las otras tie-
nen un eminente carácter personal. Asimismo, el régimen de profesorado per-
mite efectuar reducciones, e incluso exenciones, en la carga lectiva del profe-
sor como consecuencia, por ejemplo, del desempeño de determinados cargos 
académicos. En estos supuestos, lógicamente, únicamente es necesaria la susti-
tución de este profesor en relación con las funciones docentes de las que se ha 
visto eximido.

En consecuencia, la necesidad de sustitución parcial de las funciones de-
sarrolladas por cualquier profesor, limitada a las tareas meramente docentes, re-
queriría una adaptación de la normativa reguladora de esta modalidad contrac-
tual y, en particular, en lo relativo al régimen de dedicación, a jornada completa 
o a tiempo parcial, con el que la misma debe formalizarse, de modo que se per-
mitiera la celebración de un contrato de interinidad a tiempo parcial cuando la 
sustitución de un profesor se limitara exclusivamente a las funciones docentes 
del mismo, sin inclusión de otras tareas que el mismo pudiera tener encomen-
dadas, ya sean de investigación o de gestión (García, 2006: 149-151)75. Sin em-

75  En la misma dirección, Cairós (2008: 11).
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bargo, esta posibilidad parece encontrarse a priori con la oposición frontal de las 
previsiones contenidas en el art. 5.2 del Real Decreto 2720/1998 y en numero-
sos convenios colectivos. Esta regulación parece oponerse al recurso al contrato 
de interinidad formalizado a tiempo parcial para sustituir a un profesor única-
mente en todas o en parte de sus funciones docentes, pero no en sus funciones 
investigadoras y/o de gestión.

La misma problemática se plantea en torno a la cuestión de si los contratos 
de interinidad formalizados para la sustitución de profesores pueden limitar su 
duración al período lectivo, terminando su vigencia con éste aunque el trabaja-
dor sustituido no se haya reincorporado aún a su puesto de trabajo. Esta posibi-
lidad debe ser rechazada, no en vano, si la finalidad del contrato de interinidad 
es sustituir al trabajador en baja, es al conjunto de las funciones de éste a las que 
sustituye, no sólo las docentes, sino también las de investigación que perduran 
más allá de la finalización del período lectivo76.

Ante todas estas dificultades prácticas y salvo adaptación legal del contrato 
de interinidad a estas necesidades77, en supuestos de sustitución de profesores 
con derecho de reserva de su puesto de trabajo o de cobertura de vacantes la op-
ción de acudir al contrato de profesor asociado a tiempo parcial continúa siendo 
la mayoritaria (Baylos, 2008: 490 y Luján, 2012: 180).

A estos problemas de encaje del contrato de interinidad en el ámbito uni-
versitario, cabe añadir las dudas que tradicionalmente se han suscitado en torno 
a la exigencia de que el interino deba satisfacer los requisitos de acceso a la plaza 
del profesor o investigador sustituido, en particular, los relativos a titulaciones, 
evaluaciones, acreditaciones, etcétera78. En caso afirmativo, no siempre es fácil 
encontrar sustitutos que cumplan con estas exigencias.

Una vez prevista la posibilidad de contratar a personal docente e investiga-
dor mediante las modalidades previstas en el Estatuto de los Trabajadores para 
la sustitución de trabajadores con derecho a reserva del puesto de trabajo, sin 
embargo, el art. 48 LOU no contiene ninguna otra previsión en relación con el 
régimen jurídico de esta modalidad contractual, de modo que deberá acudirse a 
la regulación de la misma que se contiene en el art. 15 ET y normativa de de-
sarrollo.

76  Vid. González (2016: 155). El autor, sin embargo, admite que si el empresario especifica que 
el contrato de interinidad se suscribe sólo para realizar tareas docentes, lo que considera como una 
«selección aceptable, e incluso razonable, del objeto del contrato», el contrato de interinidad que se inicie 
y finalice con el período lectivo será legal. 

77  Ballester (2016: 152) reclama una intervención del legislador en este punto.
78  Vid. sobre esta cuestión Ballester (2016: 153).
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5. �L a excesiva temporalidad y precariedad en la contratación de 
profesores y de investigadores por las universidades públicas

La laboralización del personal docente e investigador de las universidades pú-
blicas llevada a cabo en un primer momento por la LOU y posteriormente con-
sagrada por la LOMLOU mereció inicialmente una valoración positiva, no en 
vano, supuso la sustitución del recurso a la contratación administrativa a la que 
hasta ese momento se había acudido para vincular a gran parte de este colectivo 
con la universidad por la contratación laboral. Esta valoración debía ser aún más 
favorable, si cabe, si la misma venía aparentemente acompañada del estableci-
miento de una verdadera carrera profesional del personal docente e investigador 
al servicio de las universidades públicas, según la cual, tras transitarse por diver-
sas figuras contractuales de carácter formativo y temporal —ayudante y profe-
sor ayudante doctor—, se podía alcanzar la tan anhelada estabilidad laboral me-
diante el acceso a una figura permanente de profesorado —profesor contratado 
doctor—. Asimismo, junto a estas figuras que configuraban la carrera profesional 
del profesorado universitario, se regulaban otras tantas con las que se pretendían 
satisfacer distintas finalidades específicas, todas ellas legítimas —profesores aso-
ciados, profesores visitantes, profesores eméritos y contratados para obra o servi-
cio determinados para la realización de un proyecto de investigación—.

Igual valoración positiva mereció la posterior laboralización del colectivo de 
los investigadores llevada a cabo por la Ley de la Ciencia, no en vano, supuso la 
sustitución del recurso mayoritario a la convocatoria de becas de investigación 
—predoctorales, postdoctorales y vinculadas a proyectos, convenios y contratos 
de investigación— a las que hasta ese momento se había acudido para vincular 
a gran parte de este colectivo con las universidades públicas por la contratación 
laboral de los mismos, mucho más garantista con los derechos de los investiga-
dores. Esta valoración debía ser aún más favorable, si cabe, si la misma también 
venía aparentemente acompañada del establecimiento de una verdadera carrera 
profesional del personal investigador al servicio de las universidades públicas, se-
gún la cual, tras transitarse por diversas figuras contractuales de carácter forma-
tivo y temporal —contrato predoctoral y contrato de acceso al sistema español 
de ciencia, tecnología e innovación—, se podía alcanzar la tan anhelada estabili-
dad laboral mediante el acceso a la contratación laboral indefinida del investiga-
dor. Asimismo, junto a estas figuras que configuraban la carrera profesional del 
investigador, se preveían otras tantas con las que se pretendían satisfacer distin-
tas finalidades específicas todas ellas legítimas —contrato de investigador distin-
guido y contratados por obra o servicio determinados para la realización de un 
proyecto de investigación—.

El desarrollo posterior de todas estas previsiones normativas, sin embargo, 
no ha sido todo lo satisfactorio que cabía esperar. A tal efecto y como conse-



132	 Josep Moreno Gené

Lan Harremanak/36 (2017-I) (75-137)

cuencia de la propia idiosincrasia de la universidad pública, que sigue mante-
niendo un peculiar sistema de formación/selección de los futuros profesores e 
investigadores, que requiere largos y sucesivos períodos formativos que se cu-
bren mediante contratos temporales, la carrera profesional del profesorado y de 
los investigadores se ha convertido en un penoso vía crucis por el que inexora-
blemente se debe transitar antes de poder obtener unos razonables niveles de es-
tabilidad laboral. A ello ha contribuido muy negativamente que en el devenir 
cotidiano de las universidades públicas se hayan entrelazado y/o entremezclado 
las diferentes figuras contractuales previstas inicialmente por separado en la 
LOU y en la Ley de la Ciencia, de manera que no es de extrañar que una misma 
persona pase alternativamente y sucesivamente por las diferentes figuras contrac-
tuales previstas en ambas normas.

Así pues, en un supuesto extremo, pero no imposible, un recién graduado 
puede iniciar su periplo en la universidad mediante la obtención de una ayuda 
de investigación predoctoral, a partir de la cual se formalice un contrato predoc-
toral con una vigencia de cuatro años, a la finalización del mismo, en caso de no 
haber finalizado aún la tesis doctoral, puede formalizar un contrato de ayudante 
por el tiempo que tarde en finalizar la referida tesis doctoral con un máximo de 
cinco años de duración. Tras la obtención de la tesis doctoral, y tras disfrutar 
de una o varias ayudas postdoctorales, que se concretan normalmente con una 
o varias estancias de investigación en el extranjero, puede acudir al contrato de 
acceso al sistema español de ciencia, tecnología e innovación, por un periodo 
máximo de cinco años, a la finalización del cual, si ha obtenido las acredita-
ciones exigidas puede formalizar un contrato de profesor ayudante doctor, por 
otros cinco años, siempre y cuando la suma de este contrato con el anterior con-
trato de ayudante no supere los ocho años de duración. Una vez finalizada esta 
última contratación como profesor ayudante doctor, en principio, ya estaría en 
disposición de acceder a un contrato de trabajo indefinido, ya sea como profesor 
contratado doctor o como personal investigador indefinido, siendo la posibili-
dad de ir más allá, es decir, de acceder a plazas de profesores o de investigadores 
de carácter funcionarial una auténtica quimera.

A este abuso de la temporalidad y de la precariedad laboral de la contrata-
ción de profesores e investigadores de universidad contribuye decididamente la 
no aplicación a las modalidades de contratación específicas de estos colectivos de 
las normas laborales dirigidas a limitar el encadenamiento de contratos previstas 
en el art. 15.5 ET que, por el contrario, sí resultan aplicables con carácter gene-
ral a otras modalidades de contratación laboral. No olvidemos al respecto que la 
disposición adicional decimoquinta del Estatuto de los Trabajadores establece 
que los dispuesto en el art. 15.5 ET no será de aplicación respecto de las moda-
lidades particulares de contrato de trabajo contempladas en la LOU o en cuales-
quiera otras normas con rango de ley, entre las cuales, como ya se ha indicado, 
cabe incluir a la Ley de la Ciencia. Tal vez, estas previsiones deberían aplicarse 
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exclusivamente a las diferentes modalidades contractuales previstas por separado 
en la LOU —ayudante y profesor ayudante doctor— o en la Ley de la Ciencia 
—contrato predoctoral y contrato de acceso al sistema español de ciencia, tec-
nología e innovación—, pero no al encadenamiento sucesivo, alternativo e in-
distinto de todas estas figuras.

Pero además, por si todo esto no fuera suficiente, la crisis económica vivida 
en los últimos años se ha cebado muy especialmente con los presupuestos de las 
universidades públicas, lo que ha provocado que, ante las insalvables dificulta-
des de estabilización del profesorado y de los investigadores por las vías ya ex-
tremadamente precarias previstas al efecto, se haya producido un uso torticero y 
fraudulento de diferentes modalidades contractuales previstas en la LOU y en la 
Ley de la Ciencia con la finalidad de poder mantener a un número importante 
de profesores y de investigadores en las plantillas de las universidades. Entre las 
principales figuras usadas de forma desviada cabe destacar el recurso a los «falsos 
asociados de universidad» o los no menos «falsos profesores visitantes» que han 
proliferando en los últimos años en las universidades publicas.

A todo ello cabe añadir que las universidades públicas siguen haciendo un 
uso a todas luces excesivo del contrato para obra o servicio determinados para 
la contratación de profesores e investigadores vinculados a proyectos, conve-
nios y contratos de investigación. Recuérdese en este punto el trato tan «pri-
vilegiado» que en esta materia reciben las universidades públicas al no serles 
de aplicación las reglas sobre duración máxima de tres años prevista con ca-
rácter general para esta modalidad contractual ni las reglas dirigidas a limitar 
el encadenamiento de contratos para obra o servicio determinados, lo que está 
permitiendo vincular a profesores e investigadores a través de esta modalidad 
contractual prácticamente de forma perpetua, sin perspectivas reales de estabi-
lización laboral.

En definitiva, a pesar de que la actividad profesional de una buena parte de 
los profesores y de los investigadores de las universidades públicas ha pasado a 
ser calificada como una actividad de carácter laboral, no lo ha sido en los mis-
mos términos que el resto de trabajadores, sino que, por el contrario, a estos co-
lectivos se les aplica un «estado de excepción laboral» que les priva de gran parte 
de los derechos y garantías que el ordenamiento jurídico laboral sí dispensa con 
carácter general al resto de trabajadores. A tal efecto, cabe preguntarse si la fun-
ción docente e investigadora que desarrollan las universidades públicas justifica 
el mantenimiento de este «estado de excepción laboral» al que se ven sometidos 
en la actualidad los profesores e investigadores que prestan sus servicios en las 
universidades públicas. La respuesta a la cuestión planteada no puede ser más 
que negativa, lo que lleva inexorablemente a defender una simplificación de las 
modalidades contractuales previstas para la contratación de profesores e investi-
gadores y la reconducción del régimen jurídico aplicable a las mismas a las reglas 
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generales que rigen la contratación laboral, no debiéndose contemplar más es-
pecialidades que las estrictamente derivadas de las necesidades específicas que se 
derivan de la función docente e investigadora desarrollada por las universidades 
públicas y, en particular, del peculiar sistema de formación/selección de los fu-
turos profesores e investigadores de las mismas.

6. B ibliografía

Ballester Laguna, Fernando (2016): «Las modalidades contractuales del Estatuto de 
los Trabajadores en el ámbito de la investigación», en Ballester Laguna, Fernando 
(Coord.): El Estatuto profesional del personal investigador contratado en régimen laboral, 
Madrid, Innap Investiga.

Ballester Laguna, Fernando (2016): «El contrato de trabajo de obra o servicio determi-
nado para la realización de proyectos específicos de investigación», en Ballester La-
guna, Fernando (Coord.): El Estatuto profesional del personal investigador contratado 
en régimen laboral, Madrid, Innap Investiga.

Ballester Laguna, Fernando (2016): «¿Ha hecho suficiente la legislación española para 
prevenir la utilización abusiva de los contratos de trabajo temporales en el ámbito 
de la investigación? La Directiva 1999/70/CE», en Ballester Laguna, Fernando 
(Coord.): El Estatuto profesional del personal investigador contratado en régimen laboral, 
Madrid, Innap Investiga.

Baylos Grau, Antonio (2008): «El personal docente e investigador contratado en régi-
men laboral después de la reforma de la LOU en 2007», Revista de Derecho Social, 
núm. 44.

Cairós Barreto, Dulce María (2008): «El régimen jurídico del personal docente e inves-
tigador laboral de las universidades públicas», Comunicación presentada al XIX Con-
greso Nacional de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social sobre el Estatuto Básico 
del Empleado Público, Badajoz, 29-30 de mayo de 2008.

Capodiferro Cubero, Daniel (2016): «El régimen jurídico del profesorado contra-
tado en el sistema universitario público», Revista Vasca de Administración Pública, 
núm. 104-I.

Cueto Pérez, Miriam (2012): «Incidencia de la nueva Ley de la Ciencia en el régimen ju-
rídico de las Universidades», Revista de Administración Pública, núm. 187.

Del Rey Guanter, Salvador y Martínez Fons, Daniel (2005): «El régimen jurídico del 
personal docente e investigador no funcionario tras la nueva legislación universitaria», 
Relaciones Laborales, núm. 2.

García Mella, Dulce María (2006): «Contratos de sustitución en el ámbito docente uni-
versitario», en Sempere Navarro, Antonio Vicente (Dir.): El personal docente e inves-
tigador (PDI) laboral de centros universitarios, Murcia, Ediciones Laborum.

González del Rey Rodríguez, Ignacio (2016): «La contratación de investigadores por 
universidades públicas en la Ley de la Ciencia de 2011», Revista de Trabajo y Seguri-
dad Social. CEF, núm. 404.

González Díaz, Francisco (2015): «El personal investigador en formación: una peculiar 
relación laboral», Revista del Ministerio de Empleo y Seguridad Social, núm. 118.

González Díaz, Francisco y Cristóbal Roncero, Rosario (2011): «El personal investi-
gador en formación», en Sempere Navarro, Antonio Vicente y Cardenal Carro, 



	 Los contratos laborales de los profesores y de los investigadores en las universidades públicas� 135 

Lan Harremanak/36 (2017-I) (75-137)

(Dirs.): El contrato de trabajo. Volumen II. Relaciones laborales especiales y contratos con 
particularidades, Cizur Menor (Navarra), Aranzadi-Thomson Reuteres.

González Ortega, Santiago (2006): «El personal adscrito a proyectos de investigación», 
en Sempere Navarro, Antonio Vicente (Dir.): El personal docente e investigador 
(PDI) laboral de centros universitarios, Murcia, Ediciones Laborum.

González Ortega, Santiago (2016): «El régimen jurídico del personal del SUE y del 
SECTI a estudio: modalidades contractuales y categorías profesionales en el ámbito 
del SUE y del SECTI», en CARO, Ana; Gómez-Otero, Carlos y Galán, Manuel 
(Coords.): Disquisiciones jurídicas sobre el ámbito universitario, Cizur Menor (Na
varra), Thomson-Reuters Aranzadi.

Luján Alcaraz, José (2012): «La contratación laboral del personal investigador ante la re-
forma laboral y la Ley de la Ciencia», en Horgué Baena, Concepción; Bonachera 
Ledro, María Isabel y Caro Muñoz, Ana Isabel (Coords.): Impacto de la nueva legis-
lación en la educación superior y la investigación, Sevilla, Universidad de Sevilla.

Marina Jalvo, Belén (2012): «Cuestiones esenciales del régimen jurídico del personal in-
vestigador al servicio de las universidades públicas tras la Ley 14/2011, de 1 de junio, 
de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación», Revista General de Derecho Administra-
tivo, núm. 30.

Molina Hermosilla, Olimpia (2016): «Principales novedades en el ámbito de la gestión 
del personal docente e investigador. Un «pretendido modelo privilegiado» de acceso al 
empleo público», Revista de Trabajo y Seguridad Social. CEF, núm. 396.

Molina Navarrete, Cristóbal (2004): «Una nueva e inaudita «relación laboral especial»: 
el régimen de contratación del personal docente e investigador tras la LOU», Revista 
de Trabajo y Seguridad Social. CEF, núm. 257-258.

Molina Navarrete, Cristóbal (2004): «Improvisación» de la LOU, «perversión» de la 
práctica ¿sabemos quien fija el régimen del PDI contratado?», Revista de Derecho So-
cial, núm. 25.

Molina Navarrete, Cristóbal (2013): «Las perspectivas de cambio en los regímenes del 
personal investigador y del personal de apoyo: modelo productivo, reforma laboral y 
el trabajo de investigación en las universidades», en Irigoyen, Javier; Caro, Ana Isa-
bel y Domingo, Fernando (Coords.): Conclusiones del XI Curso sobre régimen jurídico 
de Universidades, Cizur Menor (Navarra), Thomson-Reuters Aranzadi.

Moreno Gené, Josep (2004): «El contrato para la realización de un proyecto específico 
de investigación», Aranzadi Social, núm. 5.

Moreno Gené, Josep (2008): El personal investigador en formación. Régimen jurídico y de 
Seguridad Social, Valencia, Tirant lo Blanch.

Moreno Gené, Josep (2008): «La contratación «en prácticas» de los «investigadores Ra-
món y Cajal» según recientes sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Madrid», 
Aranzadi Social, núm. 1.

Moreno Gené, Josep (2009): «La carrera profesional del personal docente e investigador 
laboral de las universidades públicas: figuras contractuales y mecanismos de promo-
ción y estabilización», Revista de Trabajo y Seguridad Social. CEF, núm. 37.

Moreno Gené, Josep (2010): «La laboralización del PDI contratado de las universida-
des públicas», en Romero Burillo, Ana María y Moreno Gené, Josep (Coords.): El 
personal docente e investigador laboral de las universidades públicas: aspectos legales y ne-
gociación colectiva, Albacete, Bomarzo

Moreno Gené, Josep (2010): «Carrera académica, promoción profesional y estabilidad 
en el empleo» en Moreno Gené, Josep y Fernández Villazón, Luis (Coords.): La 



136	 Josep Moreno Gené

Lan Harremanak/36 (2017-I) (75-137)

negociación colectiva del personal docente e investigador laboral de las universidades públi-
cas, Valencia, Tirant lo Blanch.

Moreno Gené, Josep (2010): «Clasificación profesional y figuras contractuales», en Mo-
reno Gené, Josep y Fernández Villazón, Luis (Coords.): La negociación colectiva 
del personal docente e investigador laboral de las universidades públicas, Valencia, Tirant 
lo Blanch.

Moreno Gené, Josep (2011): «La contratación laboral de los investigadores en la Ley de 
la Ciencia, la Tecnología y la Innovación. ¿El final del estado de excepción laboral en 
la ciencia?, Revista de Trabajo y Seguridad Social. CEF, núm. 340.

Moreno Gené, Josep (2011): «La contratación por obra o servicio determinado para la 
realización de un proyecto de investigación tras la reforma laboral de 2010», Aranzadi 
Social, núm. 1.

Moreno Gené, Josep (2012): «El contrato predoctoral: una modalidad específica de con-
trato formativo para los investigadores», Aranzadi Social, núm. 3.

Moreno Gené, Josep (2015): «Nulidad de los contratos de trabajo de los falsos profesores 
asociados de universidad ¿crimen sin castigo? Comentario a la sentencia del Tribunal 
Superior de Justicia de Cataluña de 29 de mayo de 2015, IUSlabor, núm. 2.

Moreno Gené, Josep y Romero Burillo, Ana María (2011): «La contratación laboral 
del personal docente e investigador en las universidades públicas», en Sempere Na-
varro, Antonio Vicente y Cardenal Carro, Miguel (Dirs.): Relaciones laborales es-
peciales y contratos con particularidades, Cizur Menor (Navarra), Aranzadi-Thomson 
Reuteres.

Morón Prieto, Ricardo (2006): «El Estatuto del Personal Investigador en Formación: 
otro tímido paso en la asimilación de las becas formativas al régimen laboral», Relacio-
nes Laborales, núm. 19.

Nogueira Ferreiro, Lara (2015): «La eficacia en el fomento de la investigación del con-
trato predoctoral y las ayudas a la formación de doctores y profesorado universitario», 
XXXIII Jornadas Universitarias Andaluzas de Derecho del Trabajo y Relaciones Labora-
les, Reforma de las Administraciones Públicas y empleo público, Consejo Andaluz de Re-
laciones Laborales, Sevilla.

Nogueira Ferreiro, Lara (2016): «El nuevo régimen jurídico de la relación laboral de los 
investigadores en España tras la Ley de la Ciencia: ¿una solución a la falta de personal 
cualificado?, Revista Latinoamericana de Derecho Social, núm. 23.

Nogueira López, Alba (2004): Régimen jurídico de la selección del profesorado universita-
rio, Madrid, Atelier.

Pérez Rey, Joaquin y Trillo Parraga, Francisco (2014): «Precariedad en la Universidad: 
los «falsos asociados». Comentario a la sentencia del Tribunal de Justicia (Sala octava), 
de 13 de marzo de 2014», Revista de Derecho Social, núm. 66.

Quesada Segura, Rosa (2013): «Influencia de la reforma laboral en el personal acadé-
mico», en Irigoyen, Javier; Caro, Ana Isabel y Domingo, Fernando (2013): Con-
clusiones del XI Curso sobre régimen jurídico de Universidades, Cizur Menor (Navarra), 
Thomson-Reuters Aranzadi.

Rivera Sánchez, Juan Ramón (2016): «Los contratos de trabajo del personal docente e 
investigador en la vigente Ley Orgánica de universidades», en Ballester Laguna, 
Fernando (Coord.): El Estatuto profesional del personal investigador contratado en régi-
men laboral, Madrid, Innap Investiga.

San Martín Rodríguez, Javier (2012): El carácter laboral del profesor universitario, Cizur 
Menor (Navarra), Thomson Reuters.



	 Los contratos laborales de los profesores y de los investigadores en las universidades públicas� 137 

Lan Harremanak/36 (2017-I) (75-137)

Serrano Argüello, Noemí (2014): «Modalidades específicas de contratación laboral del 
personal investigador. De la precarización al desideratum de su estabilidad en el em-
pleo y consolidación profesional», Revista General del Derecho del Trabajo y de la Segu-
ridad Social, núm. 36.

Sirvent Hernández, Nancy (2015): «Trabajo en investigación: luces y sombras de su 
progresiva laboralización en España», Revista Internacional y Comparada de Relaciones 
Laborales y Derecho del Empleo, núm. 4.

Sirvent Hernández, Nancy (2016): «Las modalidades de contratación laboral previs-
tas en la LCTI específicamente para el personal investigador», en Ballester Laguna, 
Fernando (Coord.): El Estatuto profesional del personal investigador contratado en régi-
men laboral, Madrid, Innap Investiga.

Solís Prieto, Carmen (2016): «El exceso de docencia asignada a los ayudantes como obs-
táculo para su formación y promoción profesional: estudios de su tratamiento en vía 
jurisdiccional», en Chocrón Giráldez, Ana María (Dir.): Calidad, docencia universi-
taria y encuestas: «Bolonia a Coste Cero», AMLA.


	Lan Harremanak 36 (2017-I)
	Administrazio Publikoetan laneko alderdi juridikoak
	Aurkibidea
	Hitzaurrea
	Lan arriskuen prebentzioak behar al du estandar pribaturik? ISO 45001 estandarra aztergai
	Ander Ibarloza Arrizabalaga, Erlantz Allur Aranburu, eta Iñaki Heras Saizarbitoria

	Egin-asmo ditugun aztergaiak
	Argitaratutako aleak
	Eraikuntza Hastapenak
	Artikuluak bidaltzeko arauak

	Aspectos jurídicos-laborales en el marco de las Administraciones Públicas
	Indice
	Prólogo
	El Tribunal de Justicia de la Unión Europea y el impacto de su reciente jurisprudencia en la regulación de la contratación temporal en España y el derecho a indemnización por extinción del contrato (Notas a 3 sentencias y 3 autos)
	Por Eduardo Rojo Torrecilla

	Las particularidades del contrato de trabajo en el empleo público
	Por Alba García Torres

	Los contratos laborales de los profesores y de los investigadores en las universidades públicas
	Por Josep Moreno Gené

	La jurisprudencia del Tribunal Supremo sobre la posibilidad de exigir la aplicación del convenio colectivo del lugar de ejecución en la contratación pública
	Por Eider Larrazabal Astigarraga

	La negociación colectiva conjunta de los empleados públicos en el ámbito supramunicipal: la experiencia de la Administración Local Vasca
	Por M.ª Nieves Martínez Gayoso

	Cuestiones críticas en los criterios de selección de trabajadores afectados por los despidos colectivos en el sector público
	María Isabel Ribes Moreno

	El teletrabajo en las Administraciones Públicas
	 Por Alicia Villalba Sánchez

	El acoso en la Administración Pública.  Una propuesta de intervención a través de la mediación
	Por Esther Gómez Jiménez

	Lan arriskuen prebentzioak behar al du estandar pribaturik? ISO 45001 estandarra aztergai
	Por Ander Ibarloza Arrizabalaga, Erlantz Allur Aranburu, Iñaki Heras Saizarbitoria

	Próximos temas previstos
	Números publicados
	Principios Fundacionales
	Normas para la entrega de artículos





